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ACTA SESIÓN Nº 6/18
COMISIÓN TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO DE VALLADOLID

(27 de junio de 2018)

En la ciudad de Valladolid, siendo las nueve horas y treinta minutos del día veintisiete de junio de dos mil dieciocho, se reunió en la Sala de Juntas de la 7ª Planta del Edificio Administrativo de Usos Múltiples, en segunda convocatoria, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, bajo la Presidencia del Secretario Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, D. Luis Ángel González Agüero y asistencia de los siguientes miembros-vocales:

Jefes de Servicio Territorial de la Delegación Territorial:

· D. Félix Romanos Marín - Servicio Territorial de Fomento

· Dª Mª. Dolores Luelmo Matesanz - Servicio Territorial de Medio Ambiente 

· D. Leopoldo Cortejoso García - Servicio Territorial de Cultura.

· Dª Isabel del Blanco Alvarez - Servicio Territorial de Economía.
· D. Jesús Cortes del Amo. Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería

Centro Directivo en materia de Urbanismo

· Dª Mercedes Casanova Roque

Administración General del Estado: 

· Dª. Alfredo Catalina Gallego - Área de Fomento en la Delegación del Gobierno en CyL.

Representante de la FRMP:

· D. Manuel Agustín Fernández González.
Representante de sindicatos:
· D. Constantino Mostaza Saavedra. 
· Dª. Berta Garrido Tovar
Representante de asociaciones empresariales:

· D. Alberto López Soto
Representante de organizaciones agrarias:

· D. Valentín García Fraile

Representante de ONGS:
· D. Fernado Polanco Uya

Representante de colegios profesionales competentes en urbanismo:

· D. Gregorio Vázquez Justel. 
· D. Miguel Ángel Medina Cebrián. 

Representante de colegios profesionales competentes en prevención ambiental:

· D. Jesús González Morago. 
· D. José María Moreno Acero. 
Representante del colegio de secretarios:
· D. Raúl Elvira Fernández. 
Vocalías de libre designación:
· D. Juan Carlos Sacristán Gómez
Asesores: D. Alejandro Meana Gutiérrez, técnico de la Delegación Territorial.

Secretaria: Dª. Isabel Fernández Contero
Al existir quórum suficiente, se declaró constituida la Comisión y abierta la sesión por el Presidente.

Hecho lo cual se procedió al examen de los puntos incluidos en el orden del día.

I.- LECTURA Y APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESION ANTERIOR.

Conocido por todos los asistentes el contenido del Acta de la sesión anterior, celebrada el día 30 de mayo de dos mil dieciocho, y no formulándose a su texto enmienda o corrección alguna, fue aprobada por unanimidad.

II.- ESTUDIO Y RESOLUCIÓN DE ASUNTOS COMPRENDIDOS EN EL ORDEN DEL DÍA.

Acto seguido, se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integraban el segundo punto del orden del día, comenzando por el capítulo  “A) URBANISMO”:

1.- Planeamiento 

A.1.1.- MODIFICACIÓN NORMAS URBANÍSTICAS Nº 5 (Artículo 142, Suelo Rústico de Protección Agropecuaria).- BOLAÑOS DE CAMPOS.- (EXPTE. CTU 50/17).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta minutos, los mismos no comparecieron.

Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- El municipio objeto de la modificación cuenta con Normas Urbanísticas Municipales vigentes desde junio de 2002.


El objeto del documento es la actualización del art. 142 sobre Condiciones de Uso y Edificación en SRPA, a fin de adecuarlo a lo señalado en el Reglamento de Urbanismo y a las propias condiciones de edificación de las NUM.


Se acredita el interés público de la modificación en la necesidad de adecuar la redacción del citado artículo, regulando los usos y condiciones de edificación del citado suelo, de forma clara y de fácil aplicación, ya que la redacción actual resulta confusa y con términos particulares de difícil utilidad, por ello se entiende necesario definir unas condiciones, que den salida a los modelos de actividad planteados por la realidad actual y las peculiaridades locales derivadas de las diferentes tipologías de parcelas agrícolas. Y de este modo estableciendo unas condiciones que permitan desarrollar las iniciativas empresariales propias del suelo agrícola, que contribuirán al desarrollo del municipio, fijando población y generando empleo, lo que se considera de interés común para el municipio.

SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 21 de diciembre de 2017, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública, por un período de dos meses, mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 8 de enero de 2018, en el Norte de Castilla de 29 de enero de 2018, en el tablón de edictos del Ayuntamiento desde el 28 de diciembre de 2017 al 22 de marzo de 2018 y en la página web de la Diputación desde el 11 de julio de 2017, durante el cual no se presentaron alegaciones.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural de fecha 13/09/2017, favorable 

· CHD de fecha 15/09/2017, favorable siempre que se cumplan las condiciones indicadas.
· S.T. de Medio Ambiente de fecha 20/02/2018, favorable
· Subdelegación de Gobierno de fecha 17/10/2018, favorable
· Diputación Servicio de Urbanismo de fecha 11/05/2017, 

· Certificación de innecesariedad de los informes del Ministerio de Defensa, D.G. de ferrocarriles, Demarcación de carreteras del Estado, Aviación Civil, D.G. de Telecomunicaciones, D.G. de Bellas Artes.

· Servicio Territorial de Fomento emitido el 28 de noviembre de 2017, que señala:


“Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente el SERVICIO TERRITORIAL DE FOMENTO, acuerda, INFORMAR condicionado al cumplimiento de las siguientes prescripciones:

1.- Se deberán solicitar los informes señalados en el artículo 153 del RUCyL , de acuerdo con la Orden FYM/238/2016, de 4 de abril, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2016 (BOCyL de 8 de abril de 2016), sobre emisión de informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico. Dichos informes deberán ser emitidos en sentido favorable a fin de poder pronunciarse sobre la aprobación definitiva del presente documento, o bien justificar su innecesariedad por no concurrir afecciones en su respectivo ámbito sectorial.


2.- El presente documento deberá someterse al trámite ambiental de conformidad con el artículo 157 del RUCyL y la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.


3.- Se deberá redactar el apartado primero del art. 142 actual, objeto de la presente modificación, con la misma redacción que figura en las Normas.


4.- Respecto a la nueva redacción propuesta, si el régimen de usos se remite a lo señalado en el art. 62 del RUCyL (párrafo segundo), el párrafo primero no tiene mucha razón de ser ya que las edificaciones e instalaciones relacionadas con la actividad económica agrícola, es un uso permitido regulado en el art. 62.a)1º, al igual que otros usos no señalados específicamente.


5.- Por otra parte y dentro del mismo artículo, se estima que las condiciones de edificación que se quieran asignar deben venir reflejadas en este documento y no remitir a otro artículo, debiendo estudiarse si deben ser las mismas para todos los usos o si se debería diferenciar en función de los distintos usos.


6.- A fin de poder ser sustituidas en el documento de NUM vigente se deberá presentar la documentación modificada en el mismo formato que el documento vigente.


7.- Así mismo, se considera que para una mejor lectura y compresión, se debería incluir la totalidad del artículo en la nueva redacción.


8.- Además se recomienda al Ayuntamiento que, dada la necesidad que parece deducirse de las tramitaciones, tanto de la modificación puntual aprobada definitivamente en noviembre de 2011 como la que ahora se plantea, debería acometer una modificación de toda la  normativa de suelo rústico para adecuarla, tanto en el régimen de usos al establecido en el RUCyL, como en las condiciones de edificación, a una situación más acorde con las necesidades reales del municipio.”


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose aportado la Orden FYM /    / 2018 de 11 de mayo por la que se formula el Informe Ambiental Estratégico de la Modificación Puntual de las Normas Urbanísticas Municipales de Bolaños de Campos sobre cambio en la redacción del artículo 142 de la normativa, determinando que no es probable que vayan a producirse efectos negativos sobre el medio ambiente, siempre que se tengan en cuenta los informes de la D.G. de Patrimonio Cultural y de la D.G. del Medio Natural.

SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 22 de marzo de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


Consta un segundo acuerdo de aprobación por Pleno en sesión extraordinaria de 7 de junio de 2018, respecto de la documentación complementaria aportada.


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 13 de abril de 2018, completada con la presentada el día 8 de junio de 2018 tras los pertinentes requerimientos, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 5 (artículo 142 condiciones SREPA).


SEGUNDO.- A la vista de la última documentación aportada por el Ayuntamiento, resultan subsanados todos los extremos reseñados en los informes sectoriales y en el informe del Servicio Territorial de Fomento, al haberse realizado el trámite ambiental, haberse aportado todos los informes y justificaciones necesarias y subsanado todas las cuestiones técnicas señaladas, por lo cual procede su aprobación definitiva.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Bolaños de Campos, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, APROBAR DEFINITIVAMENTE la modificación puntual de las Normas Urbanísticas Municipales nº 5 (artículo 142 condiciones SREPA) de Bolaños de Campos, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.

A.2.2.- PLAN PARCIAL SECTOR  3-A.- GERIA.- (EXPTE. CTU 112/12).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y treinta y cuarenta minutos, comparecen el Alcalde del municipio de Geria, D. Francisco José Ortega Rojo y la arquitecto Dª. Bárbara Arraz, del equipo redactor de los Planes Parciales de los Sectores 3 A y 3 B del municipio de Geria.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Geria cuenta con NUM aprobadas definitiva por la CTU en sesión de 31 de octubre de 2002. El término municipal consta de dos núcleos: el núcleo urbano con unos 500 hab. y el núcleo de las Ventas de Geria con diversos asentamientos irregulares. La nueva propuesta plantea la unión de ambos enclaves (aunque quedan suelos libres entre ellos) e incluye la previsión de 588 viv en el sector 3A y de 273 viv en el sector 3B, lo que hace un total de 861 viv equivalente a 2.153 hab. 


El sector tiene una superficie, según medición real, de 226.408 m2, incluyendo dentro de su ámbito parte de la carretera VP-5803, los equipamientos de las NUM que figuran como Equipamientos existentes o equipamientos previstos, la Ermita existente y los terrenos que están entre  los equipamientos citados, la autovía, la carretera provincial VP-5803 y el arroyo del Prado, todos ellos, según se indica, de propiedad municipal. El sector está promovido por la Diputación Provincial.


El aprovechamiento medio es de 0.46 m2 /m2 y las reservas previstas cumplen los mínimos exigidos por el Reglamento de Urbanismo. El uso predominante es el residencial contando con las tipologías de Vivienda Unifamiliar Aislada, Adosada y Vivienda en Bloque. También se prevé el uso Terciario. Las superficies de suelo y densidades edificatorias de cada uso se recogen en el cuadro anexo. 


El número total de viviendas es de 588 computables y 718 previstas al incluir entre las determinaciones la posibilidad de ejecutar 260 unidades de Vivienda Joven, que en realidad computarían como 130, en aplicación de lo señalado en el art. 86bis.4 del RUCyL (artículo derogado por el Decreto 6/2016, de 3 de marzo, por el que se modifica el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León para su adaptación a la Ley 7/2014, de 12 de septiembre de medidas sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo).

	USO PREDOMINANTE
	SUPERFICIE
	%
	DENSIDAD MAX. EDIFICATORIA
	%
	Nº viv

	Vivienda Aislada/pareada
	10.882
	4.8
	6.840
	6.57
	24

	Vivienda adosada
	9.580
	4.23
	13.607
	13.07
	49

	Bloque
	37.976
	16.77
	62.916
	60.41
	515 (645)
	260 VJ (=130)

	
	
	
	
	
	
	385 VPO

	Terciario
	14.572
	6.44
	15.265
	14.65
	---

	EQ privado
	9.046
	4.00
	5.519
	5.30
	---

	EQ público
	25.191
	11.13
	---
	
	---

	ELP
	37.143
	16.41
	---
	
	---

	SU
	6.847
	3.02
	---
	
	---

	Viario
	75.171
	33.20
	---
	
	---

	
	226.408
	100
	104.147
	100
	588 (718)



En la actualidad el ámbito no cuenta con ningún servicio urbanístico disponible. Solamente existen las instalaciones deportivas que cuentan con abastecimiento y saneamiento y una red de abastecimiento del núcleo de Ventas de Geria que discurre paralela a la carretera.

              El sector está atravesado por cinco líneas de media tensión en el extremo sur, por el Gasoducto de la Red Básica Nacional y por el Oleoducto Valladolid-Salamanca. Las líneas se plantea su soterramiento y en el gasoducto su cambio de categoría.


Se plantean parcelas de Servicios Urbanos para instalar determinadas infraestructuras comunes: en el sector 3A se ubica en la parcela colindante con la autovía, la EDAR común para ambos sectores y el núcleo urbano y en la parcela colindante, situada en el sector 3B, se sitúa el Centro de Transformación.


El acceso se realiza directamente desde la carretera VP-5803, el abastecimiento desde una captación propia (según la memoria) y una ETAP (que no se cita en la memoria) que se ubica en la misma parcela que la EDAR y tanto esta como el alumbrado público dispondrán de apoyo para su alimentación por la energía producida por paneles fotovoltaicos, minicentrales geotérmicas y otros sistemas alternativos situados en las parcelas de servicios urbanos.

              La justificación del desarrollo del sector recogida en la memoria del documento señala:  

            “Como conclusión a la necesidad y racionalidad del modelo urbanístico adoptado puede señalarse: 

- La situación del municipio de Geria y de los sectores favorece su desarrollo.

- El desarrollo urbanístico es el motor del incremento de población y desarrollo de los municipios. 

- La iniciativa privada se encuentra bloqueada en la actualidad dado que los dos sectores cuya tramitación se había iniciado promovidos por empresas privadas no han logrado avanzar en el desarrollo, una de las empresas está extinta y con toda probabilidad forma parte de los activos bancarios de difícil desarrollo en el momento actual dado que los Entidades Financieras, convertidas en Promotoras, no están desarrollando actuaciones urbanísticas en casi ningún caso. 

- Se trata de un modelo sostenible pionero en los desarrollos urbanísticos al ser promotor público, por lo que se elimina el concepto de “especulación” urbanística, incrementa sustancialmente las dotaciones públicas y promoviendo un modelo de “integración” con el medio rural que puede servir de foco de atracción a la población de Valladolid y entorno dado que no existen ningún desarrollo con estas características excediendo del alcance del propio término y de sus colindantes. 

- La gran cantidad de sectores incluidos en los municipios colindantes de Simancas, Arroyo de la Encomienda y Zaratán, puede anular las posibilidades de crecimiento del municipio dado que, al disponer de suelos urbanizables con Planes Parciales aprobados aunque muchos no desarrollados pueden proceder a su urbanización sin tener de justificar su racionalidad ni necesidad por lo que el municipio se vería claramente desfavorecido respecto a esos municipios. 

- La existencia de una oferta racional de suelo dará lugar a que sea el propio mercado el que decida cuales son los desarrollos urbanísticos más interesantes. 

             Por todo ello, se considera justificada la necesidad y sostenibilidad del modelo propuesto.”

SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 3 de octubre de 2012, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 30 de octubre de 2012, en el Norte de Castilla de 18 de octubre de 2012, en el tablón de edictos del municipio y en la página web de la Diputación desde el 15 de octubre de 2012, durante el cual no se ha presentado ninguna alegación.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural 1º inf. de fecha 14/09/2011, favorable en materia arqueológica respecto a llevar a cabo un control arqueológico cuando se urbanice y pautas en las cuestiones arquitectónicas respecto de la Ermita; 2º inf. de fecha 14/11/2012, favorable recordando la medida cautelar propuesta respecto de la necesidad de un control arqueológico de los movimientos de tierras.

· CHD de fecha 7/02/2013, favorable condicionado a una serie de cuestiones que han recogido en el documento.

· Subdelegación de Gobierno de fecha 7/11/2012, favorable con prescripciones que han incluido en el documento.

· Demarcación de carreteras del Estado de fecha 18/04/2013, propuesta de informe desfavorable – 2º inf. de fecha 26/08/2016, favorable

· Diputación, Servicio de Vías y Obras de fecha 6/09/2011, desfavorable puesto que deben incluir, entre otras cosas, el acceso desde la carretera; 2º inf. de fecha 9/12/2011, desfavorable; 3º inf. de fecha 4/09/2012, favorable; 4º inf. de fecha 9/10/2012, favorable.
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 29/08/2012.
· D.G. de Telecomunicaciones del Mº de Industria, Energía y Turismo de fecha 17/10/2012, desfavorable porque indica cuestiones que deben tenerse en consideración e implican la revisión del documento, 2º informe de fecha 2/06/2017, favorable.
· Agencia de Protección Civil de fecha 19/11/2015, indicando la necesidad de hacer un análisis de riesgos (consta en el documento).

· S.T. de Medio Ambiente de fecha 3/02/2017, favorable con condiciones que han recogido en el documento.

· S. T. de Fomento informado por la Ponencia Técnica de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, en sesión celebrada el día 13 de diciembre de 2012, que señala:

Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente la PONENCIA TECNICA DE LA COMISION TERRITORIAL DE URBANISMO, acuerda, por unanimidad, INFORMAR lo siguiente:

1º- Los equipamientos que se reservan se sitúan sobre parte de la parcela donde en la actualidad se ubican las instalaciones deportivas, consideradas como dotaciones públicas existentes al servicio de toda la población residente y prevista, según señalan las Normas Urbanísticas Municipales de Geria en su artículo 11.A)C). Por tanto, dado que ese equipamiento ya existe y está recogido en las NUM como dotación pública existente (ocupando una superficie de unos 40.000 m2), ésta superficie no deberá tenerse en cuenta en el desarrollo del sector ya que deberán mantenerse las dotaciones por estar recogidas como tal en las Normas. 

Por ello deberá modificarse la ordenación de manera que se reserve una parcela de equipamiento de nueva creación, cumpliendo la reserva exigida en el RUCyL. Además deberá mantenerse la parcela de equipamiento público existente.

2º- Como consecuencia de lo señalado en el punto anterior el aprovechamiento medio está mal calculado, así como el número máximo de viviendas,  ya que se deben excluir las dotaciones urbanísticas públicas existentes que ya estén afectas a su destino y para las cuales no se prevea ningún cambio, por lo que deberá excluirse la superficie ocupada por los equipamientos deportivos y la carretera VP-5803 de Ventas de Geria a Robladillo, puesto que ya existen y no cambian de destino.

Por todo ello se emite Informe Desfavorable, dado que las deficiencias detectadas implican la elaboración de un nuevo documento del Plan Parcial Sector 3-A, que deberá volver a Informarse por la Ponencia Técnica de la Comisión Territorial de Urbanismo.

No obstante lo anterior, en el nuevo documento que se tramite deberán tenerse en cuenta las siguientes deficiencias detectadas:

1.- De conformidad con lo señalado en el artículo 157.3 del RUCyL, así como en el artículo 7.3 de la memoria del Plan Parcial Sector 3-A, será necesario realizar una evaluacion de impacto ambiental que se tramitará de manera conjunta con el Plan Parcial.

2.-De acuerdo con con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de desarrollo. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.

Así mismo se recuerda al municipio que debe realizar una zonificación acústica de todo el territorio, de acuerdo con los citados artículos de la Ley del Ruido.

3.- Puesto que las áreas de movimiento de las parcelas residenciales están grafiadas en los planos correspondientes y a ellas remite la norma zonal correspondiente, en su apartado de alineaciones, deberá acotarse el retranqueo previsto al frente para poder ubicarlo con exactitud.

4.- Hay una pequeña parcela, al lado de la segunda glorieta de la parcela comercial y colindante con el arroyo, a la que no se le ha asignado ninguna calificación. Deberá subsanarse este aspecto. Tampoco cuenta con ninguna calificación la parcela que envuelve a las manzanas 16 y 17. 

5.- Al Equipamiento Público deberá asignársele una edificabilidad, aunque esta no compute para el cálculo del resto de parámetros.

6.- Se deberá justificar la modificación de los coeficientes de ponderación respecto a los previstos en las Normas urbanísticas Municipales.

7.- Se deberán modificar el vial tipo 4 de manera que cuente con acera en su margen izquierdo. En cuanto al viario tipo 5, de coexistencia, en aquellas zonas donde se planteen aparcamientos en bateria se deberá situar un espacio peatonal detrás del vehículo, de manera que este no llegue hasta el mismo límite de la propiedad privada.

Así mismo, se deberán completar los planos de las secciones viarias con el correspondiente a la carretera VP 5803.

8.- Se reconsiderará la ubicación del carril bici colindante con la carretera VP 5803, ya que no tiene ningún tipo de separación con ésta, y por motivos de seguridad se considera conveniente.

9.- Deberá aportarse certificado del Ayuntamiento en el que se justifique la suficiencia de las redes a las que engancha el sector en función del incremento de la población previsto, de acuerdo con lo señalado en el artículo 104.5.a) del RUCyL.

10.- En la normativa  se resolverán los siguientes aspectos:

· En el apartado 12 de la norma zonal de uso Terciario se recogerá la indicación de que solo se podrá realizar una única vivienda vinculada a la actividad y/o vigilancia.

· Se deberá suprimir en el apartado 14, Altura de Edificaciones, de la misma norma zonal, la posibilidad del Bajo Cubierta, por no estimarse adecuado para el uso propuesto y considerarse una planta más. De igual forma se suprimirá la referencia a los áticos del apartado 20 “Cubiertas”.

· Se suprimirá del art. 40.3 la referencia a parques eólicos, por considerarse un uso incompatible con el uso residencial.

· Se puntualizará en el art. 47.3 y 5 de la normativa que las instalaciones deportivas al aire libre permitidas en suelo calificado como ELP,  serán descubiertas.

· Se incluirá en el cómputo de edificabilidad las plantas sótano y semisótano que no estén dedicadas al uso de garaje o instalaciones propias del edificio. (pg 30 de la normativa).

· Se definirá qué se entiende por “Espacios de entrecubierta” definidos en el art.4.3.5. (pg 33).

· Se prohibirá la reducción de altura mínima de 2.50 m. para pisos y locales con autorización expresa del Ayuntamiento, señalada en el art. 4.3.7 de la normativa.

· Así mismo, se resolverá la contradicción existente entre la altura mínima de locales del art. 4.3.7 y la señalada específicamente para el uso comercial del art. 36.1 de las NUM  y recogido en el art. 4.4 de la normativa del PP.

· En el art. 4.3.11 se limitará la pendiente máxima en rampas de viviendas unifamiliares al 16%.

· Se definirá de una forma mas clara la posibilidad o no de los usos colectivo y espacios libres como usos básicos permitidos, dentro de las normas zonales residenciales, ya que lo señalado de “siempre que no genere perjuicio a los usos” es un concepto indeterminado sin saber además quién debe evaluarlo.

· Se replanteará la posibilidad de permitir un acceso común para varias viviendas unifamiliares, señalado en el punto 10 de la norma zonal de vivienda adosada, ya que contradice la necesidad de que cada vivienda se construya sobre parcela independiente. (pg 49 de las normas)

11.- En lo referente a las Infraestructuras y en cumplimiento del artículo 140 del RUCyL, se resolverán los siguientes apartados:

· Se deberá resolver el saneamiento con una depuradora que además recoja los vertidos procedentes del núcleo urbano. Todo ello en cumplimiento de la ficha del sector y de la memoria del plan parcial en su artículo 4.7. Se indicará la ubicación concreta de dicha instalación.

· Existe una discrepancia en la red de riego entre lo señalado en la memoria, art. 8.4, en la cual se indica que la red se alimenta de un pozo existente y lo señalado en el plano inst-02 en el cual se señala en el extremo de la red, grupo de impulsión desde EDAR. Se resolverá tal discordancia.

· Se deberán señalar los trazados de las líneas eléctricas que se soterran. Igualmente será necesario señalar donde se ubican los Centros de Transformación necesarios para dar servicio al sector, así como su conexión con la línea eléctrica de Media Tensión de la cual se abastecen, o si tal y como se recoge en la memoria será necesario realizar una subestación eléctrica, se deberá prever tal situación.

· Si las parcelas de servicios urbanos destinadas a la ubicación de paneles solares tienen como fin  la obtención de la energía suficiente como para cubrir la demanda de alumbrado público, se deberán conectar e interrelacionar las parcelas y la instalación de alumbrado público. En caso contrario se deberá indicar donde se conecta la citada red.

· Se deberá modificar el grafismo de los planos de infraestructuras de manera que sean más fácilmente legibles.

12.- En el documento de estudio económico deberá subsanarse lo siguiente:

· Se indica en la memoria (memoria art. 4.7 y ficha del sector) que se debe modificar la categoría del gasoducto en el tramo que atraviesa los sectores. En el estudio económico se recoge una partida relativa a Canalización de gas, la cual se considera escasa dada la modificación a que se refiere (15.840 €). 

· Igualmente, dado el gran número de líneas eléctricas que hay que soterrar, la partida presupuestaria destinada a este concepto se considera insuficiente (210.000 €).

13.- Se resolverán los siguientes errores:

· En el titulo de las leyendas de los planos ins-01.1, ins-07 se ha indicado por error “intensidades alumbrado público”.

· Las superficies a obtener por el Ayuntamiento, señaladas en el punto 3.2.3 del estudio económico, no se corresponden con los valores indicados en el resto del documento.

· Se eliminará la referencia a la obtención de 22.617 m2 de equipamientos indicada en el art. 3.2.1 del estudio económico ya que, como se indica en el párrafo anterior del citado artículo, dicho suelo ya pertenece al Ayuntamiento.

· En la pg 47 de la memoria, art. 5.5.C), en la referencia al número total de viviendas, se ha indicado por error que son aisladas en vez de adosadas.

· En la manzana 13 existe un error, bien en la definición de su altura (B+1) o bien en la trama utilizada (correspondiente a B+2).

· Se modificará la referencia al art. 86.4 del RUCyL en la norma zonal 5.3 (pg 53 de la normativa) ya que recoge la definición del anterior Reglamento, que ya no está en vigor.

· En las manzanas 8, 11 y 12 se ha grafiado la posibilidad de una vivienda joven mas de lo permitido. En el cómputo total de la memoria se ha tenido en cuenta el valor correcto pero los valores grafiados en los centroides de las manzanas son incorrectos.

14.- El documento se encuentra sin firmar, lo que deberá subsanarse


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la Resolución de 21 de julio de 2015 de la Delegación territorial de la Junta en Valladolid por la que se declara el archivo del procedimiento de EIA. Según consulta efectuada a la D.G. de Calidad y Sostenibilidad Ambiental por el Servicio Territorial de Medio Ambiente, esta indica que no es necesario realizar el trámite ambiental de evaluación ambiental estratégica del Plan Parcial, ya que la tramitación ambiental a la que estaba sometida el Plan Parcial era la de evaluación de impacto ambiental y que ha finalizado, en aplicación de la normativa correspondiente, con la Resolución de 21 de julio de 2015 de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid. 


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 5 de octubre de 2015 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 24 de octubre de 2015, completada con la aportada el día 1 de diciembre de 2015, el 15 de febrero de 2017, el 13 de junio de 2017 y el 19 de junio de 2017, tras los respectivos requerimientos, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en sesión celebrada el día 26 de julio de 2017 y bajo la presidencia del Secretario Territorial de la Delegación de la Junta de Castilla y León en Valladolid, tomó, entre otros, el siguiente acuerdo:

“LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA del Plan Parcial Sector 3-A de Geria, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- El instrumento de ordenación detallada aportado no se encuentra suficientemente motivado, en cuanto a la necesidad de la construcción del número de viviendas previsto (588), dado que el mismo hace una serie afirmaciones de carácter genérico no entrando a concretar el porqué de la necesidad de tal crecimiento.

Así, el artículo 20 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, señala: “a)Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de urbanizado, mediante la urbanización, al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen,…” , es decir, que se tendrá que concretar pormenorizadamente el suelo y número de vivienda que realmente se necesite desarrollar.

Así lo viene a confirmar la reciente jurisprudencia, tanto del Tribunal Supremo como del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. Por tanto, respecto de los nuevos desarrollos urbanísticos planteados, se deberá justificar la necesidad de dicho desarrollo.

Es más, el propio Tribunal Supremo tiene establecido en numerosas sentencias, entre muchas otras la de 9 de diciembre de 2015, que los Planes Parciales, aunque el suelo estuviera clasificado previamente como urbanizable, ello no blinda a tales Planes de la observancia de las normas legales, “pues también a esos instrumentos de orden secundario les es preceptivo respetar las exigencias de justificación y racionalidad en la adopción del modelo urbanístico…” 

No obstante lo anterior, se indican una serie de cuestiones que no han sido subsanadas y que deben igualmente resolverse, son las siguientes:

1.- Se deberá aportar copia de la Resolución de 21 de julio de 2015 de la Delegación Territorial por la que se indica la no necesidad de realizar el trámite ambiental de evaluación ambiental estratégico.

2.- Se indicará cómo se resuelve la dotación de agua al sector ya que en la documentación gráfica se señala la conexión a la red municipal mientras que en la memoria vinculante (art. 8.3) se señala que el abastecimiento se realiza mediante captación propia. Se justificará la ETAP señalada en planos. En caso de conexión a la red municipal deberá aportarse certificado del Ayuntamiento en el que se justifique la suficiencia de las redes a las que engancha el sector en función del incremento de la población previsto, de acuerdo con lo señalado en el artículo 104.5.a) del RUCyL 

3.- Se aportará certificación del Secretario municipal sobre la correspondencia del soporte papel y el digital.

4.- En la ordenación propuesta en la zona de las piscinas y el campo de futbol, se tendrá en cuenta la delimitación prevista en la Modificación Puntual aprobada definitivamente por la CTMAyU en sesión de 26 de noviembre de 2014. En consecuencia, se deberán recalcular y reajustar las superficies y las edificabilidades destinadas a reservas y cesiones obligatorias, recogiéndolo correctamente en la memoria del documento. (las superficies previstas cumplen los mínimos requeridos pero no se hace mención ni se tiene en consideración lo existente).

5.- Se deberán señalar en los planos de ordenación, todas las afecciones de las infraestructuras existentes: gasoducto y oleoducto. Y en relación con las líneas eléctricas, se deberá señalar su nuevo trazado soterrado.

6.- Se deberá prever en los planos de ordenación la conexión viaria de ambos sectores sobre el suelo clasificado como SRPN en aquellos puntos en que los viarios de ambos sectores pierden su continuidad.

7.- Si, tal como parece deducirse de la documentación gráfica aportada, la red eléctrica que abastece al sector 3A proviene de un Centro de Transformación y de Paneles Fotovoltaicos ubicados en el sector 3B, deberá incluirse una vinculación de ejecución de la primera fase del sector 3A a los terrenos donde se ubiquen las infraestructuras necesarias para su funcionamiento, ubicados en el sector 3B.

8.- Se reitera la necesidad de justificar la modificación de los coeficientes de ponderación respecto a los previstos en las Normas Urbanísticas Municipales.

9.- Se aclarará en el art. 5.1 Norma Zonal, Vivienda Unifamiliar Aislada/Pareada (pg 45 de la normativa) y art. 5.2 Norma Zonal, Vivienda Unifamiliar Adosada (pg 49 de la normativa)  la compatibilidad con el uso residencial de los usos básicos “Colectivo: Espacio Libre Público y privado” ya que el espacio libre público no es un uso colectivo y el espacio libre privado no existe como tal uso.

10.- Se reitera la necesidad de eliminar la referencia a la obtención de 25.191 m2 de equipamientos indicada en el art. 3.2.1 del estudio económico ya que, como se indica en el párrafo anterior del citado artículo, dicho suelo ya cuenta con instalaciones deportivas consolidadas y, tal como se recoge en el art. 3.1 de la memoria vinculante, ese suelo ya pertenece al Ayuntamiento.

11.- Se subsanará el error detectado en el art. 5.5 de la memoria vinculante (pg 48) donde se ha indicado como uso predominante el de vivienda unifamiliar aislada, cuando en realidad no lo es. Así como la altura en metros, señalada en el artículo 5.3.13 de las ordenanzas, que debe ser 10 m. en vez de 11 m, en relación con lo señalado en el artículo 30.”

”


DÉCIMO.- El acuerdo de aprobación provisional de la subsanación de deficiencias se adoptó en sesión celebrada el día 16 de abril de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento.


DECIMOPRIMERO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 15 de mayo de 2018, fue remitida documentación que subsana las deficiencias señaladas en el acuerdo de la CTMAyU, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


DECIMOSEGUNDO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el Plan Parcial Sector 3-A.


SEGUNDO.- En primer lugar, se ha de advertir que en el presente caso no se está planteado una reclasificación de suelo rústico a urbanizable, sino que el documento se refiere a un suelo que ya está clasificado como suelo urbanizable en las NUM de Geria.


Dicho lo anterior, este órgano considera que se ha justificado en la memoria vinculante la necesidad de desarrollo del sector. En ella se describe la situación actual de los suelos clasificados como urbanizables en el municipio, indicándose que los que se encuentran sin desarrollar son de díficil desarrollo, debido a las condiciones de propiedad y, por otro lado, los que cuentan con ordenación detallada, la tienen desde hace bastantes años pero no han pasado a la fase de gestión, lo cual, debido a ciertas circustancias, es poco probable que ocurra ese paso a la fase de gestión.

Efectivamente, esta administración comparte lo manifestado por el Ayuntamiento de Geria, en el sentido de que una dilatada experiencia pone de manifiesto que en numerosas ocasiones existen suelos clasificados como urbanizables que podríamos denominar “virtuales”, que no reales, ya que por las características de la propiedad (muy fragmentada y en numerosas manos, como parece ser el caso de Geria) se perpetúan en esa clasificación de suelo urbanizable pero nunca se llegan a desarrollar y ejecutar, no por una falta de demanda de vivienda (que siempre puede existir en los pueblos del alfoz de las capitales de provincias si hay una oferta atractiva) sino, en la mayoría de las veces, por una falta de entendimiento de esa multitud de propietarios que no se ponen de acuerdo para desarrollar un producto edificatorio que sea atractivo para la demanda.


Pensamos que este es el caso, al señalarse por parte del Ayuntamiento la total paralización de dos sectores de suelo urbanizable con 93 y 146 viviedas respectivamente, cuyos planes parciales fueron aprobados definitivamente en el año 2007 y, que desde entonces se encuentran paralizados, es decir, desde hace más de 10 años. 


Por otro lado, el argumento principal del Ayuntamento de Geria, para el desarrollo del sector 3B, es la necesidad de puesta en el mercado de suelo disponible para su desarrollo, de tal manera que si no existe una oferta de suelo es poco probable que exista una demanda y esto se considera esencial para el desarrollo del municipio, tal como ha ocurrido en municipios colindantes que han tenido un grado de desarrollo elevado al disponer de gran cantidad de suelo. También se hace hincapie en la condición de titularidad pública del suelo.


De nuevo, esta Administración comparte la argumentación del referido Ayuntamiento. Si un municipio no lleva a cabo un previo desarrollo residencial es evidente que nunca habrá nadie que pueda demandar vivienda, por el simple hecho de la inexistencia de la misma.


Dicho de otro modo y reproduciendo la justificación aportada por el promotor, “se comprueba (por lo acaecido en otros municipios cercanos como Arroyo de la Encomienda, Simancas o Zaratán), que es el planeamiento el que, con carácter previo, establece la posibilidad del desarrollo urbanístico…””…el incrememto de población sólo puede producirse si mediante el planeamiento se dan las pautas necesarias para el crecimiento sostenible de una población.”


Es decir, si para poder desarrollar un suelo residencial, sólo y exclusivamente nos fijáramos en que se deba acreditar una necesidad de vivienda debido a la existencia de una previa demanda de la misma, esa acreditación resultará imposible pues nadie demandará vivienda donde ésta es inexistente o donde no existe la posibilidad de un desarrollo residencial, de tal modo que se llega a un “bucle” donde, si no hay demanda de vivienda no se puede ejecutar un desarrollo residencial pero, realmente, no hay demanda de vivienda por no existir oferta de vivienda.


En definitva, entiende esta Administración que no va a haber demanda si no hay oferta. Es necesario que haya oferta para que, correlativamente, exista demanda.


Ahora bien, quiere esto decir que cabe cualquier desarrollo urbanístico “salvaje” o “galopante”. La respuesta es NO. Y ello está así previsto en el planeamiento sometido a examen, pues “…se plantea el desarrollo de los sectores en varias fases diferenciadas en cada uno de los sectores, estableciéndose en la memoria vinculante la necesidad de colmatar en al menos un 70% una fase antes de proceder al desarrollo de la siguiente…”


Lo anterior es para este órgano garantía de que el desarrollo será, en todo caso, sostenible y responderá a las verdaderas necesidades que se vayan dando en cada momento.


En base a todo lo anterior, esta administración considera cumplido lo previsto en el artículo 20.1 del Real Decreto Legislativo 7/2015 de 30 de octubre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbano.


Respecto al resto de cuestiones del acuerdo de la CTMAyU, se han aportado los documentos que se requerían y se han aclarado las cuestiones sobre las que había alguna duda o errores detectados.


No obstante, a la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento, ha de concluirse que no resultan subsanados todos los extremos reseñados en el acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, lo cual, como se señalará a continuación, impide la aprobación definitiva.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Geria, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA del Plan Parcial Sector 3-A de Geria, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- La primera fase prevista en ambos sectores, las cuales, al parecer, se desarrollarán de forma conjunta, no recoge ninguna parcela con uso predominante (residencial), estando ambas, destinadas a usos compatibles, en este caso el mismo uso para los dos sectores, Comercial y Terciario. No parece muy apropiado que si la justificación para el desarrollo del sector se basa en la necesidad de suelo residencial para poder tener una oferta de suelo que permita el desarrollo y crecimiento del municipio, la primera fase de desarrollo de ambos sectores tenga, exclusivamente,  uso Comercial y no cuente con ninguna vivienda, que unido a la condición de que al menos el 70 % del sector esté desarrollado para poder pasar a la fase siguiente, obliga a que lo primero que se desarrolle en el sector sean usos comerciales, además muy alejados del núcleo urbano.

Se deberán por tanto reconsiderar las fases, de manera que sean acordes a la justificación de la necesidad de desarrollo del sector aportada, y a la ubicación de ellas, de tal forma que se establezca un desarrollo y crecimiento lógico del municipio, partiendo del núcleo consolidado y no, tal y como se ha previsto justo al revés, es decir, empezando el desarrollo por la parte más alejada del núcleo.

2.- Se deberá suprimir la previsión de Vivienda Joven puesto que es un tipo de vivienda que ha quedado derogado por la Ley 10/2013 de 16 de diciembre de medidas urgentes en materia de vivienda, que en su Disposición Derogatoria única 1.c) señala: “Quedan derogados: …c) El Decreto 99/2005, de 22 de diciembre, por el que se regula la promoción, adquisición y arrendamiento protegido de la vivienda joven en Castilla y León, junto con el Decreto 15/2010, de 25 de marzo, que lo modifica.”. 

3.- Se deberá modificar la superficie de Equipamientos señalada en el artículo 5.4.B) de la memoria vinculante en el sentido de que donde señala 25.191 m2 de Equipamiento público, deben ser 16.895 m2 y con la puntualización de que sea “previsto”, ya que los 8.296 m2 restantes son existentes. De igual forma, y en el mismo apartado, en el cuadro resumen la reserva de Equipamientos del Plan Parcial debe recoger la superficie que se reserva en el Plan Parcial para Equipamiento Público y no, tal como se ha recogido, la prevista y la existente de equipamiento público y la prevista de equipamiento privado.

Igualmente el artículo 5.8 de la memoria vinculante deben modificar los cálculos en el sentido de recoger como Equipamiento Público “previsto” los 16.895 m2 de las dos parcelas nuevas y no los 25.191 m2 que se señalan, ya que estos incluyen un Equipamiento Existente. Y en el artículo 9.3 relativo a Cesiones Obligatorias y Gratuitas, donde se sigue manteniendo el valor de 25.191 m2 de EQ público cuando en realidad 8.296 m2 ya pertenecen al Ayuntamiento.

4.- Respecto a la conexión viaria de ambos sectores, esta se realiza sobre suelo clasificado como Suelo Rústico de Protección Natural, no indicándose nada en la memoria sobre la gestión y desarrollo de estos suelos. No obstante, se indica en la memoria de tramitación, en relación con la contestación al informe de CHD que “se modifica la clasificación en las zonas donde se ejecuta el vial sobre el arroyo, siendo por tanto un sistema local con ordenanza de viario”. Un Plan Parcial no puede, en virtud de lo señalado en el artículo 138.2 del RUCyL, modificar una determinación de ordenación general como es la clasificación del suelo, por lo que debe continuar como suelo rústico adscrito a viario, debiendo recogerse en la memoria tal situación así como lo relativo a la gestión citado. 

5.- No consta el plan de etapas en la documentación escrita, que se cita en el artículo 4 de la normativa “Documentación del Plan Parcial”, que además se considera de gran importancia, dado el tamaño del sector.

6.- Se incluirá la necesidad de realizar de forma conjunta el desarrollo de los suelos donde se sitúan tanto la EDAR como el Centro de Transformación, junto con la primera fase de desarrollo. Se deberá incluir en los artículos relacionados con la gestión (o quizás con las infraestructuras) a fin de localizarlo fácilmente. 

7.- Se justifica que el abastecimiento del sector se resuelve mediante conexión a la red municipal. Se aclarará por tanto, o se eliminará si se trata de un error, la ubicación de una ETAP en la misma parcela de Servicios Urbanos donde se sitúa la EDAR.

A.2.3.- PLAN PARCIAL SECTOR  3-B.- GERIA.- (EXPTE. CTU 111/12).

Convocados los representantes del municipio interesado en el presente asunto, a las nueve horas y cincuenta minutos, comparecen el Alcalde del municipio de Geria, D. Francisco José Ortega Rojo y la arquitecto Dª. Bárbara Arraz, del equipo redactor de los Planes Parciales de los Sectores 3 A y 3 B del municipio de Geria.


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Geria cuenta con NUM aprobadas definitiva por la CTU en sesión de 31 de octubre de 2002. El término municipal consta de dos núcleos: el núcleo urbano con unos 500 hab. y el núcleo de las Ventas de Geria con diversos asentamientos irregulares. La nueva propuesta plantea la unión de ambos enclaves (aunque quedan suelos libres entre ellos) e incluye la previsión de 588 viv en el sector 3A y de 273 viv en el sector 3B, lo que hace un total de 861 viv equivalente a 2.153 hab. 


El sector tiene una superficie, según medición real, de 104.991m2, y se ubica colindante al sector 3A separado de él por el arroyo del Prado. La totalidad de los terrenos es de propiedad municipal y el desarrollo del sector está promovido por la Diputación Provincial.


El aprovechamiento medio es de 0.46 m2 /m2 y las reservas previstas cumplen los mínimos exigidos por el Reglamento de Urbanismo. El uso predominante es el residencial contando con las tipologías de Vivienda Unifamiliar Aislada, Adosada y Vivienda en Bloque. También se prevé el uso Terciario, ubicado mayoritariamente en parcelas próximas a la autovia A-62. Las superficies de suelo y densidades edificatorias de cada uso se recogen en el cuadro anexo. 


El número total de viviendas es de 273 computables y 334 previstas al incluir entre las determinaciones señaladas en la memoria vinculante la posibilidad de ejecutar 122 unidades de Vivienda Joven, que en realidad computarían como 61, en aplicación de lo señalado en el art. 86bis.4 del RUCyL (artículo derogado por el Decreto 6/2016, de 3 de marzo, por el que se modifica el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León para su adaptación a la Ley 7/2014, de 12 de septiembre de medidas sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbana, y sobre sostenibilidad, coordinación y simplificación en materia de urbanismo).

	USO PREDOMINANTE
	SUPERFICIE
	%
	DENSIDAD MAX. EDIFICATORIA
	%
	Nº viv

	Vivienda Aislada/pareada
	2.687
	2.56
	2.280
	4.72
	8

	Vivienda adosada
	4.835
	4.61
	4.871
	10.09
	21

	Bloque
	21.132
	20.13
	30.464
	63.08
	244(305)
	122 VJ (=61)

	
	
	
	
	
	
	183 VPO

	Terciario
	10.681
	10.17
	10.681
	22.11
	---

	EQ público
	7.254
	6.91
	---
	
	---

	ELP
	15.275
	14.55
	---
	
	---

	SU
	18.845
	17.95
	---
	
	---

	Viario
	24.282
	23.13
	---
	
	---

	
	104.991
	100
	48.296
	100
	273 (334)


             En la actualidad el ámbito no cuenta con ningún servicio urbanístico disponible. 

             El sector está atravesado por cinco líneas de media tensión en el extremo sur, por el Gasoducto de la Red Básica Nacional y por el Oleoducto Valladolid-Salamanca. Las líneas se plantea su soterramiento y en el gasoducto su cambio de categoría.

             Se plantean parcelas de Servicios Urbanos para instalar determinadas infraestructuras comunes: en la parcela de servicios urbanos se sitúa el Centro de Transformación común para ambos sectores y en el sector 3A colindante se sitúa, la EDAR también común para ambos sectores y el núcleo urbano.


El acceso se realiza desde el sector 3A, compartiendo con él el resto de infraestructuras: el abastecimiento desde una conexión a la red municipal, saneamiento con una nueva EDAR que dará servicio a los dos sectores urbanizables y al núecleo urbano, la cual se ubica en una parcela próxima a la autovía. Tanto la depuradora como el alumbrado público dispondrán de apoyo para su alimentación por la energía producida por paneles fotovoltaicos, minicentrales geotérmicas y otros sistemas alternativos situados en las parcelas de servicios urbanos .

              La justificación del desarrollo del sector recogida en la memoria del documento señala: 

             “Como conclusión a la necesidad y racionalidad del modelo urbanístico adoptado puede señalarse: 

- La situación del municipio de Geria y de los sectores favorece su desarrollo.

- El desarrollo urbanístico es el motor del incremento de población y desarrollo de los municipios. 

- La iniciativa privada se encuentra bloqueada en la actualidad dado que los dos sectores cuya tramitación se había iniciado promovidos por empresas privadas no han logrado avanzar en el desarrollo, una de las empresas está extinta y con toda probabilidad forma parte de los activos bancarios de difícil desarrollo en el momento actual dado que los Entidades Financieras, convertidas en Promotoras, no están desarrollando actuaciones urbanísticas en casi ningún caso. 

- Se trata de un modelo sostenible pionero en los desarrollos urbanísticos al ser promotor público, por lo que se elimina el concepto de “especulación” urbanística, incrementa sustancialmente las dotaciones públicas y promoviendo un modelo de “integración” con el medio rural que puede servir de foco de atracción a la población de Valladolid y entorno dado que no existen ningún desarrollo con estas características excediendo del alcance del propio término y de sus colindantes. 

- La gran cantidad de sectores incluidos en los municipios colindantes de Simancas, Arroyo de la Encomienda y Zaratán, puede anular las posibilidades de crecimiento del municipio dado que, al disponer de suelos urbanizables con Planes Parciales aprobados aunque muchos no desarrollados pueden proceder a su urbanización sin tener de justificar su racionalidad ni necesidad por lo que el municipio se vería claramente desfavorecido respecto a esos municipios. 

- La existencia de una oferta racional de suelo dará lugar a que sea el propio mercado el que decida cuales son los desarrollos urbanísticos más interesantes. 

             Por todo ello, se considera justificada la necesidad y sostenibilidad del modelo propuesto.”

SEGUNDO.- La aprobación inicial del presente expediente, se produjo por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de 2 de abril en sesión celebrada el día 3 de octubre de 2012, de acuerdo con el quórum exigido por el artículo 47.2.ll) del citado texto legal.


TERCERO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública mediante la inserción de anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de fecha 30 de octubre de 2012, en el Norte de Castilla de 18 de octubre de 2012, en el tablón de edictos del municipio y en la página web de la Diputación desde el 15 de octubre de 2012, durante el cual no se ha presentado ninguna alegación.


CUARTO.- Figura en el expediente informe emitido por la Secretaría Municipal, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el art. 54 del Real Decreto Legislativo 781/86, así como en el artículo 173.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales.


QUINTO.- De conformidad con el art. 52.4 de la LUCyL, constan en el expediente los siguientes informes exigidos por la normativa que resulta de aplicación:

· Comisión de Patrimonio Cultural 1º inf. de fecha 14/09/2011, favorable en materia arqueológica respecto a llevar a cabo un control arqueológico cuando se urbanice y pautas en las cuestiones arquitectónicas respecto de la Ermita; 2º inf. de fecha 14/11/2012, favorable recordando la medida cautelar propuesta respecto de la necesidad de un control arqueológico de los movimientos de tierras.
· CHD de fecha 7/02/2013, favorable condicionado a una serie de cuestiones que han recogido en el documento.
· Subdelegación de Gobierno de fecha 7/11/2012, favorable con prescripciones que han incluido en el documento.
· Demarcación de carreteras del Estado de fecha 18/04/2013, propuesta de informe desfavorable – 2º inf. de fecha 26/08/2016, favorable
· Diputación, Servicio de Vías y Obras de fecha 6/09/2011, desfavorable puesto que deben incluir, entre otras cosas, el acceso desde la carretera; 2º inf. de fecha 9/12/2011, desfavorable; 3º inf. de fecha 4/09/2012, favorable; 4º inf. de fecha 9/10/2012, favorable.
· Diputación, Servicio de Urbanismo de fecha 29/08/2012.
· D.G. de Telecomunicaciones del Mº de Industria, Energía y Turismo de fecha 17/10/2012, desfavorable porque indica cuestiones que deben tenerse en consideración e implican la revisión del documento, 2º informe de fecha 2/06/2017, favorable.
· Agencia de Protección Civil de fecha 19/11/2015, indicando la necesidad de hacer un análisis de riesgos (consta en el documento).

· S.T. de Medio Ambiente de fecha 3/02/2017, favorable con condiciones que han recogido en el documento.

· S. T. de Fomento informado por la Ponencia Técnica de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valladolid, en sesión celebrada el día 13 de diciembre de 2012, que señala:

Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente la PONENCIA TECNICA DE LA COMISION TERRITORIAL DE URBANISMO, acuerda, por unanimidad, INFORMAR lo siguiente:


El sector que se desarrolla es residencial, de titularidad municipal y con una superficie total según medición real de 10,46 Ha. para una promoción máxima de 273 viviendas y un techo edificatorio de 48.296,00 M2, siendo residenciales 37.364,00 M2 de los que 30.464,00 lo son con algún tipo de protección pública, 6.900,00 M2 de vivienda libre y 10.932,00 M2 de otros usos.

            El desarrollo del sector, de acuerdo con la ficha urbanística, debe de ser conjunto con el sector 3 A, al encontrarse la resolución de las infraestructuras íntimamente ligadas entre ambos.


1º.- De conformidad con lo señalado en el artículo 157.3 del RUCyL, así como en el artículo 7.3 de la memoria del Plan Parcial Sector 3-A, será necesario realizar una evaluacion de impacto ambiental que se tramitará de manera conjunta con el Plan Parcial.


2º.- De acuerdo con con los artículos 7 y 8 de Ley 5/2009, de 4 junio, del Ruido de Castilla y León se deberá aportar una zonificación acústica del territorio objeto de desarrollo. La misma deberá ser incorporada al instrumento de planeamiento, siendo necesaria la aprobación por el Pleno de la Corporación según lo dispuesto por el art. 22.2.c) de la Ley 7/85, de Bases de Régimen Local.

Así mismo se recuerda al municipio que debe realizar una zonificación acústica de todo el territorio, de acuerdo con los citados artículos de la Ley del Ruido.


3º.- Puesto que las áreas de movimiento de las parcelas residenciales están grafiadas en los planos correspondientes y a ellas remite la norma zonal correspondiente, en su apartado de alineaciones, deberá acotarse el retranqueo previsto al frente para poder ubicarlo con exactitud.


4º.- Al equipamiento público deberá asignársele una edificabilidad aunque esta no compute para el cálculo del resto de parámetros.


5º.- Se deberá justificar la modificación de los coeficientes de ponderación respecto a los previstos en las NUM.


6º.- No puede resolverse el sector 3B independientemente del sector 3A, ya que todos los accesos al mismo se resuelven por medio del sector 3ª, comprendiendo el acceso principal, así como zona de aparcamientos. Por ello, y dado que la Ponencia Técnica de la Comisión Territorial de Urbanismo ha informado desfavorablemente el Sector 3A, en caso de modificarse el mismo de manera que se vean afectados los accesos del sector 3 B, deberá modificarse éste de manera que se resuelvan los accesos.


7º.- En la normativa se resolverán los siguientes aspectos:

· En el apartado 12 de la norma zonal de uso Terciario se recogerá la indicación de que solo se podrá realizar una única vivienda vinculada a la actividad y/o vigilancia.

· Se deberá suprimir en el apartado 14, Altura de Edificaciones, de la misma norma zonal, la posibilidad del Bajo Cubierta, por no estimarse adecuado para el uso propuesto y considerarse una planta más. De igual forma se suprimirá la referencia a los áticos del apartado 20 “Cubiertas”.

· Se suprimirá del art. 40.3 la referencia a parques eólicos, por considerarse un uso incompatible con el uso residencial.

· Se puntualizará en el art. 47.3 y 5 de la normativa que las instalaciones deportivas al aire libre permitidas en suelo calificado como ELP  serán descubiertas.

· Se incluirá en el cómputo de edificabilidad las plantas sótano y semisótano que no estén dedicadas al uso de garaje o instalaciones propias del edificio. (pg 30 de la normativa).

· Se definirá qué se entiende por “Espacios de entrecubierta” definidos en el art.4.3.5. (pg 33).

· Se prohibirá la reducción de altura mínima de 2.50 m. para pisos y locales con autorización expresa del Ayuntamiento, señalada en el art. 4.3.7 de la normativa.

· Así mismo, se resolverá la contradicción existente entre la altura mínima de locales del art. 4.3.7 y la señalada específicamente para el uso comercial del art. 36.1 de las NUM  y recogido en el art. 4.4 de la normativa del PP

· En el artículo 32 del apartado 11 se limitará la pendiente máxima en rampas de viviendas unifamiliares al 16%.

· Se definirá de una forma mas clara la posibilidad o no de los usos colectivo y espacios libres como usos básicos permitidos, dentro de las normas zonales residenciales, ya que lo señalado de “siempre que no genere perjuicio a los usos” es un concepto indeterminado sin saber, además,  quién debe evaluarlo.

· Se replanteará la posibilidad de permitir un acceso común para varias viviendas unifamiliares, señalado en el punto 10 de la norma zonal de vivienda adosada, ya que contradice la necesidad de que cada vivienda se construya sobre parcela independiente. (pg 49 de las normas)


8º.- En lo referente a las Infraestructuras y en cumplimiento del artículo 140 del RUCyL, se resolverán los siguientes apartados:

· Dentro de los planos de instalaciones de escala 1:1.500, la lectura es muy difícil al no distinguirse el trazado de los mismos, no figurando el vertido final del saneamiento ni los enganches del abastecimiento y riego, por lo que deberá reducirse la escala de los planos y marcar los puntos de inicio y final de las redes de abastecimiento y saneamiento.

· Por otro lado, se define una EDAR para el sector, la cual no queda definida en el planeamiento, ni la posible ubicación de la ETAP que asimismo se reseña en la normativa escrita. Lo mismo sucede con la subestación eléctrica que se define en normativa, debiendo quedar definidas parcelas concretas para estos usos.

· Si las parcelas de servicios urbanos destinadas a la ubicación de paneles solares tienen como fin la obtención de la energía suficiente como para cubrir la demanda de alumbrado público, se deberán conectar e interrelacionar las parcelas y la instalación de alumbrado público. En caso contrario se deberán indicar donde se conecta la citada red.

· Se deberá modificar el grafismo de los planos de infraestructuras de manera que sean más fácilmente legibles.  

· No se marca en los planos el soterramiento de las lineas de alta y media tensión existentes y que atraviesan el sector, lo que deberá subsanarse.


9º.- En el artículo 44 del punto 19 se define mal la vivienda joven, ya que se trata con una vivienda comprendida entre 50 y 70 M2 útiles y no menores de 50,00 M2 útiles.


10º.- En el documento de estudio económico deberá subsanarse lo siguiente:

· Se indica en la memoria (memoria Art. 4.7 y ficha del sector) que se debe modificar la categoría del gasoducto en el tramo que atraviesa los sectores. En el estudio económico se recoge una partida relativa a Canalización de gas, la cual se considera escasa dada la modificación a que se refiere.

· Igualmente, dado el gran número de líneas eléctricas que hay que soterrar, la partida presupuestaria destinada a este concepto se considera insuficiente.


11º.- Se resolverán los siguientes errores:

· En el título de las leyendas de los planos ins-01.1, ins-07 se ha indicado por error “intensidades de alumbrado público”.

· En las manzanas M4 y M6 se ha grafiado la posibilidad de una vivienda joven más de lo permitido. En el cómputo total se ha tenido en cuenta el valor correcto pero los valores grafiados en los centroides de las manzanas son incorrectos.


12º.- Deberá aportarse certificado del Ayuntamiento en el que se justifique la suficiencia de las redes a las que engancha el sector en función del incremento de la población provisto, de acuerdo con lo señalado en el artículo 104.5.a) del RUCyL.

  
13º.- El documento se encuentra sin firmar, lo que deberá subsanarse.


SEXTO.- El documento ha sido sometido al trámite ambiental habiéndose publicado la Resolución de 21 de julio de 2015 de la Delegación territorial de la Junta en Valladolid por la que se declara el archivo del procedimiento de EIA. Según consulta efectuada a la D.G. de Calidad y Sostenibilidad Ambiental por el Servicio Territorial de Medio Ambiente, esta indica que no es necesario realizar el trámite ambiental de evaluación ambiental estratégica del Plan Parcial, ya que la tramitación ambiental a la que estaba sometida el Plan Parcial era la de evaluación de impacto ambiental y que ha finalizado, en aplicación de la normativa correspondiente, con la Resolución de 21 de julio de 2015 de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid. 


SÉPTIMO.- El acuerdo de aprobación provisional se adoptó en sesión celebrada el día 5 de octubre de 2015 por el Pleno del Ayuntamiento, según lo dispuesto en la Ley 7/85, de 2 de abril. 


OCTAVO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 24 de octubre de 2015, completada con la aportada el día 1 de diciembre de 2015, el 15 de febrero de 2017, el 13 de junio de 2017 y el 19 de junio de 2017, tras los respectivos requerimientos, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


NOVENO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en sesión celebrada el día 26 de julio de 2017 y bajo la presidencia del Secretario Territorial de la Delegación de la Junta de Castilla y León en Valladolid, tomó, entre otros, el siguiente acuerdo:

“LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA del Plan Parcial Sector 3-B de Geria, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- El instrumento de ordenación detallada aportado no se encuentra suficientemente motivado, en cuanto a la necesidad de la construcción del número de viviendas previsto (273), dado que el mismo hace una serie afirmaciones de carácter genérico no entrando a concretar el porqué de la necesidad de tal crecimiento.

Así, el artículo 20 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, señala: “a)Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso de la situación de suelo rural a la de urbanizado, mediante la urbanización, al suelo preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen,…” , es decir, que se tendrá que concretar pormenorizadamente el suelo y número de vivienda que realmente se necesite desarrollar.

Así lo viene a confirmar la reciente jurisprudencia, tanto del Tribunal Supremo como del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. Por tanto, respecto de los nuevos desarrollos urbanísticos planteados, se deberá justificar la necesidad de dicho desarrollo.

Es más, el propio Tribunal Supremo tiene establecido en numerosas sentencias, entre muchas otras la de 9 de diciembre de 2015, que los Planes Parciales, aunque el suelo estuviera clasificado previamente como urbanizable, ello no blinda a tales Planes de la observancia de las normas legales, “pues también a esos instrumentos de orden secundario les es preceptivo respetar las exigencias de justificación y racionalidad en la adopción del modelo urbanístico…” 

No obstante lo anterior, se indican una serie de cuestiones que no han sido subsanadas y que deben igualmente resolverse, son las siguientes:

1.- Se deberá aportar copia de la Resolución de 21 de julio de 2015 de la Delegación Territorial por la que se indica la no necesidad de realizar el trámite ambiental de evaluación ambiental estratégico.

2.- Se indicará cómo se resuelve la dotación de agua al sector ya que en la documentación gráfica se señala la conexión a la red municipal a través del sector 3A mientras que en la memoria vinculante (art. 8.3) se señala que el abastecimiento se realiza mediante captación propia. En caso de conexión a la red municipal deberá aportarse certificado del Ayuntamiento en el que se justifique la suficiencia de las redes a las que engancha el sector en función del incremento de la población previsto, de acuerdo con lo señalado en el artículo 104.5.a) del RUCyL 

3.- Se aportará certificación del Secretario municipal sobre la correspondencia del soporte papel y el digital.

4.- Se deberán señalar en los planos de ordenación, todas las afecciones de las infraestructuras existentes: gasoducto y oleoducto. Y en relación con las líneas eléctricas, se deberá señalar su nuevo trazado soterrado.

5.- Se deberá prever en los planos de ordenación la conexión viaria de ambos sectores sobre el suelo clasificado como SRPN en aquellos puntos en que los viarios de ambos sectores pierden su continuidad.

6.- Se reitera la necesidad de justificar la modificación de los coeficientes de ponderación respecto a los previstos en las Normas Urbanísticas Municipales.

7.- Se aclarará en el art. 5.1 Norma Zonal, Vivienda Unifamiliar Aislada/Pareada (pg 45 de la normativa) y art. 5.2 Norma Zonal, Vivienda Unifamiliar Adosada (pg 49 de la normativa)  la compatibilidad con el uso residencial de los usos básicos “Colectivo: Espacio Libre Público y privado” ya que el espacio libre público no es un uso colectivo y el espacio libre privado no existe como tal uso.

8.- Se incluirá en el apartado 5 del artículo 47, la condición de “descubiertos” de los equipamientos deportivos que constituyen la excepción.

9.- Se subsanará el error detectado en el art. 5.5 de la memoria vinculante (pg 43) donde se ha indicado como uso predominante el de vivienda unifamiliar aislada, cuando en realidad no lo es.

Así como la altura en metros, señalada en el artículo 5.3.13 de las ordenanzas, que debe ser 10 m. en vez de 11 m, en relación con lo señalado en el artículo 30.”


DÉCIMO.- El acuerdo de aprobación provisional de la subsanación de deficiencias se adoptó en sesión celebrada el día 16 de abril de 2018 por el Pleno del Ayuntamiento.


DECIMOPRIMERO.- Mediante escrito de su Alcalde-Presidente con registro de entrada en esta Administración del día 15 de mayo de 2018, fue remitida documentación que subsana las deficiencias señaladas en el acuerdo de la CTMAyU, a los efectos de resolver sobre su aprobación definitiva.


DECIMOSEGUNDO.- El Servicio Territorial de Fomento elaboró el correspondiente informe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Corresponde a la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, de acuerdo con el artículo 3.1.d), del Decreto 24/2013, de 27 de junio, aprobar definitivamente el Plan Parcial Sector 3-B.


SEGUNDO.- En primer lugar, se ha de advertir que en el presente caso no se está planteado una reclasificación de suelo rústico a urbanizable, sino que el documento se refiere a un suelo que ya está clasificado como suelo urbanizable en las NUM de Geria.


Dicho lo anterior, este órgano considera que se ha justificado en la memoria vinculante la necesidad de desarrollo del sector. En ella se describe la situación actual de los suelos clasificados como urbanizables en el municipio, indicándose que los que se encuentran sin desarrollar son de díficil desarrollo, debido a las condiciones de propiedad y, por otro lado, los que cuentan con ordenación detallada, la tienen desde hace bastantes años pero no han pasado a la fase de gestión, lo cual, debido a ciertas circustancias, es poco probable que ocurra ese paso a la fase de gestión.

Efectivamente, esta administración comparte lo manifestado por el Ayuntamiento de Geria, en el sentido de que una dilatada experiencia pone de manifiesto que en numerosas ocasiones existen suelos clasificados como urbanizables que podríamos denominar “virtuales”, que no reales, ya que por las características de la propiedad (muy fragmentada y en numerosas manos, como parece ser el caso de Geria) se perpetúan en esa clasificación de suelo urbanizable pero nunca se llegan a desarrollar y ejecutar, no por una falta de demanda de vivienda (que siempre puede existir en los pueblos del alfoz de las capitales de provincias si hay una oferta atractiva) sino, en la mayoría de las veces, por una falta de entendimiento de esa multitud de propietarios que no se ponen de acuerdo para desarrollar un producto edificatorio que sea atractivo para la demanda.


Pensamos que este es el caso, al señalarse por parte del Ayuntamiento la total paralización de dos sectores de suelo urbanizable con 93 y 146 viviedas respectivamente, cuyos planes parciales fueron aprobados definitivamente en el año 2007 y, que desde entonces se encuentran paralizados, es decir, desde hace más de 10 años. 


Por otro lado, el argumento principal del Ayuntamento de Geria, para el desarrollo del sector 3B, es la necesidad de puesta en el mercado de suelo disponible para su desarrollo, de tal manera que si no existe una oferta de suelo es poco probable que exista una demanda y esto se considera esencial para el desarrollo del municipio, tal como ha ocurrido en municipios colindantes que han tenido un grado de desarrollo elevado al disponer de gran cantidad de suelo. También se hace hincapie en la condición de titularidad pública del suelo.


De nuevo, esta Administración comparte la argumentación del referido Ayuntamiento. Si un municipio no lleva a cabo un previo desarrollo residencial es evidente que nunca habrá nadie que pueda demandar vivienda, por el simple hecho de la inexistencia de la misma.


Dicho de otro modo y reproduciendo la justificación aportada por el promotor, “se comprueba (por lo acaecido en otros municipios cercanos como Arroyo de la Encomienda, Simancas o Zaratán), que es el planeamiento el que, con carácter previo, establece la posibilidad del desarrollo urbanístico…””…el incrememto de población sólo puede producirse si mediante el planeamiento se dan las pautas necesarias para el crecimiento sostenible de una población.”


Es decir, si para poder desarrollar un suelo residencial, sólo y exclusivamente nos fijáramos en que se deba acreditar una necesidad de vivienda debido a la existencia de una previa demanda de la misma, esa acreditación resultará imposible pues nadie demandará vivienda donde ésta es inexistente o donde no existe la posibilidad de un desarrollo residencial, de tal modo que se llega a un “bucle” donde, si no hay demanda de vivienda no se puede ejecutar un desarrollo residencial pero, realmente, no hay demanda de vivienda por no existir oferta de vivienda.


En definitva, entiende esta Administración que no va a haber demanda si no hay oferta. Es necesario que haya oferta para que, correlativamente, exista demanda.


Ahora bien, quiere esto decir que cabe cualquier desarrollo urbanístico “salvaje” o “galopante”. La respuesta es NO. Y ello está así previsto en el planeamiento sometido a examen, pues “…se plantea el desarrollo de los sectores en varias fases diferenciadas en cada uno de los sectores, estableciéndose en la memoria vinculante la necesidad de colmatar en al menos un 70% una fase antes de proceder al desarrollo de la siguiente…”


Lo anterior es para este órgano garantía de que el desarrollo será, en todo caso, sostenible y responderá a las verdaderas necesidades que se vayan dando en cada momento.


En base a todo lo anterior, esta administración considera cumplido lo previsto en el artículo 20.1 del Real Decreto Legislativo 7/2015 de 30 de octubre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbano.


Respecto al resto de cuestiones del acuerdo de la CTMAyU, se han aportado los documentos que se requerían y se han aclarado las cuestiones sobre las que había alguna duda o errores detectados.


No obstante, a la vista de la documentación aportada por el Ayuntamiento, ha de concluirse que no resultan subsanados todos los extremos reseñados en el acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, lo cual, como se señalará a continuación, impide la aprobación definitiva.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Geria, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO acuerda, por unanimidad y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, SUSPENDER LA APROBACION DEFINITIVA del Plan Parcial Sector 3-B de Geria, dentro del trámite previsto en el artículo 161 del Decreto 22/2004, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, a fin de que se subsanen las siguientes deficiencias, disponiendo para ello de un plazo de 3 meses y advirtiendo de que transcurrido dicho plazo se producirá la caducidad del procedimiento, y se acordará el archivo del mismo, en virtud del art. 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

1.- La primera fase prevista en ambos sectores, las cuales, al parecer, se desarrollarán de forma conjunta, no recoge ninguna parcela con uso predominante (residencial), estando ambas, destinadas a usos compatibles, en este caso el mismo uso para los dos sectores, Comercial y Terciario. No parece muy apropiado que si la justificación para el desarrollo del sector se basa en la necesidad de suelo residencial para poder tener una oferta de suelo que permita el desarrollo y crecimiento del municipio, la primera fase de desarrollo de ambos sectores tenga, exclusivamente,  uso Comercial y no cuente con ninguna vivienda, que unido a la condición de que al menos el 70 % del sector esté desarrollado para poder pasar a la fase siguiente, obliga a que lo primero que se desarrolle en el sector sean usos comerciales, además muy alejados del núcleo urbano.

Se deberán por tanto reconsiderar las fases, de manera que sean acordes a la justificación de la necesidad de desarrollo del sector aportada, y a la ubicación de ellas, de tal forma que se establezca un desarrollo y crecimiento lógico del municipio, partiendo del núcleo consolidado y no, tal y como se ha previsto justo al revés, es decir, empezando el desarrollo por la parte más alejada del núcleo.

2.- Se deberá suprimir la previsión de Vivienda Joven puesto que es un tipo de vivienda que ha quedado derogado por la Ley 10/2013 de 16 de diciembre de medidas urgentes en materia de vivienda, que en su Disposición Derogatoria única 1.c) señala: “Quedan derogados: …c) El Decreto 99/2005, de 22 de diciembre, por el que se regula la promoción, adquisición y arrendamiento protegido de la vivienda joven en Castilla y León, junto con el Decreto 15/2010, de 25 de marzo, que lo modifica.”. 

3.- Respecto a la conexión viaria de ambos sectores, esta se realiza sobre suelo clasificado como Suelo Rústico de Protección Natural, no indicándose nada en la memoria sobre la gestión y desarrollo de estos suelos. No obstante, se indica en la memoria de tramitación, en relación con la contestación al informe de CHD que “se modifica la clasificación en las zonas donde se ejecuta el vial sobre el arroyo, siendo por tanto un sistema local con ordenanza de viario”. Un Plan Parcial no puede, en virtud de lo señalado en el artículo 138.2 del RUCyL, modificar una determinación de ordenación general como es la clasificación del suelo, por lo que debe continuar como suelo rústico adscrito a viario, debiendo recogerse en la memoria tal situación así como lo relativo a la gestión citado. 

4.- No consta el plan de etapas en la documentación escrita, que se cita en el artículo 4 de la normativa “Documentación del Plan Parcial”, que además se considera de gran importancia, dado el tamaño del sector.

5.- Se incluirá la necesidad de realizar de forma conjunta el desarrollo de los suelos donde se sitúan tanto la EDAR como el Centro de Transformación, junto con la primera fase de desarrollo. Se deberá incluir en los artículos relacionados con la gestión (o quizás con las infraestructuras) a fin de localizarlo fácilmente. 

6.- Se subsanará el error de denominación del sector 3 A por el sector 3 B en el apartado 5.11 de la memoria vinculante.

Estos dos asuntos se exponen de manera conjunta.
Una vez indicados los puntos causa de suspensión de los dos sectores, la arquitecto redactora indica que el haber comenzado por los servicios municipales (ETAP/EDAR) y zona comercial se ha realizado para dotar al municipio de servicios urbanos esenciales para el municipio y empezar al revés, es decir, por lo más puramente residencial desajustaría financieramente todo lo previsto ya que conllevaría hasta la ejecución de un viario, proponiendo a la técnico exponente la posibilidad de una opción intermedia.

El alcalde gratamente reconoce la aceptación por parte de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de la justificación del interés público de la ordenación detallada propuesta. Posteriormente, manifiesta a continuación que se corregirán los errores de redacción advertidos y a ver si la próxima vez que se traten los Planes Parciales de los sectores 3 A y 3 B del municipio de Geria, es la definitiva.
La técnico arquitecto que acompaña al alcalde muestra su conformidad con lo expuesto por el edil.

2.- Autorizaciones de uso excepcional 

A.2.1.- REHABILITACION PALOMAR.- MATAPOZUELOS.- (EXPTE. CTU 23/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 23 de marzo de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 17 de mayo de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 19 de febrero de 2018 y en el diario El Norte de Castilla de 14 de febrero de 2018, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 20 de marzo de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es el propio AYUNTAMIENTO.


CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo  de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León

.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para rehabilitación de palomar, que se ubica en la parcela 3 del polígono 503 de Matapozuelos, con una superficie catastral de 3.801 m².


Se proyecta la rehabilitación de una edificación existente destinada a palomar y acometer las actuaciones necesarias de reparación para hacer visitable el edificio, en varias fases, que se centran en tres aspectos:

· Sustituir las vigas rotas y repasar toda la cubierta.

· Reparar las pérdidas de sección de los muros en su parte inferior y los revestimientos de barro de la fachada.

· Crear un vestíbulo de entrada para las visitas de turistas.

· Acondicionar y urbanizar el entorno a fín de crear un acceso facil y accesible para los visitantes.


Se trata de un edificio del siglo XVII, de planta cuadrada de 208,75 m² construidos, con pilares de ladrillo y cuarterones de tapial, con la característica particular de un pilar central de ladrillo macizo que soporta las cargas de la cubierta. 


Su estado actual presenta goteras en cubierta, daños en la base de los muros y alguna viga de madera rota en la estructura horizontal de cubierta.


El edificio no cuenta con licencia municipal al tratarse de un edificio histórico y no se ha incoado expediente de disciplina urbanística según certificado municipal de fecha 20 de marzo de 2018.


TERCERO.- La parcela sobre la que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO COMÚN 1 y SUELO RÚSTICO CON PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS por las Normas Urbanísticas Municipales de Matapozuelos.


La parcela es colindante con la carretera VA-404, estando la edificación existente fuera de la zona de afección de la misma.


El edificio está incluido en el Catálogo de Protección de las NUM con un grado de protección estructural, según se recoge en la ficha E-07.


CUARTO.- En el artículo 99.2 de las NUM, se establece que en Suelo Rústico Común son usos autorizables: “las obras de rehabilitación, reforma y ampliación de las construcciones existentes que no estén fuera de ordenación.”

QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al ser un uso recogido en el articulo 57.f) de la misma norma: “f) Obras de rehabilitación, reconstrucción, reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no estén declaradas fuera de ordenación, para su destino a su anterior uso o a cualquiera de los demás usos citados en este artículo.”

SEXTO.- Las condiciones fijadas en el artículo 99.2 y 3 de las Normas Urbanísticas Municipales, establecen en suelo rustico común para este uso:

Condiciones edificatorias:

· Altura máxima:8m. (B+1) a cornisa y 11 m. a cumbrera.

· Retranqueos: 8m.

· Parcela Mínima: no se fija.

· Edificabilidad: 0,30 m²/ m², como máximo 3.500 m².

· Ocupación: 40%.

Condiciones estéticas:

· Las construcciones deben adaptarse en lo básico al entorno. Por ello se emplearán colores ocres, tostados o rojizos.

· Se pondrá especial atención al arbolado, detallando en los proyectos la ubicación del existente y respetandolo en la medida de lo posible. Cuando deba eliminarse deberán plantarse en igual número en otras partes de la parcela con preferencia hacia los bordes y a una distancia mínima de 10 m. del frente.

· Deberá reflejarse en los proyectos el perfil del terreno y la solución a adoptar deberá adaptarse en lo posible al perfil del existente.

· En las construcciones sujetas a autorización de uso se emplearán materiales propios de la zona, para facilitar su integración. Deberá atenderse especialmente al impacto visual de la instalación en el entorno por lo que será obligatoria la plantación de un arbol o arbusto de cierto porte por cada 100 m² construidos, preferentemente en los bordes de la parcela y a una distancia mínima de 10 m. del frente. En el caso de tratarse de actividades que impliquen almacenamiento en superficie será obligatoria la colocación de una barrera vegetal con arbolado, arbustos o similares en todo el perímetro.


La rehabilitación del palomar proyectada cumple con todos los parámetros urbanísticos.


SÉPTIMO.- La Sección de Conservación y Explotación de Carreteras del Servicio Territorial de Fomento emite informe de viabilidad del acceso existente para la rehabilitación del palomar, de fecha 21 de junio de 2018, que indica que “Las actuaciones recogidas en el proyecto no están enfocadas a modificar el uso del edificio, sino de frenar su deterioro. El hecho de que el mismo sea visitable no deberá suponer un incremento sustancial del número de vehículos que puedan utilizarlo, no existiendo, por tanto, un cambio de uso en la parcela ni en el acceso, siendo compatible con las actuaciones que se pretenden llevar a cabo.”

OCTAVO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 19 de junio de 2018, el cual comprueba que no presenta colindancia o coincidencia geográfica con figuras del Medio Natural y que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000. Y concluye que no son de esperar afecciones significativas sobre el paisaje ni sobre otros aspectos ambientales.


NOVENO.- La Comisión tendrá que considerar acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el informe municipal aportado, que viene determinada en base a:

“-
Con esta intervención se recupera el patrimonio histórico y cultural del municipio.

· Se incorpora el elmento rehabilitado e incluido en el catálogo de protección de las NUM de Matapozuelos, como elemento visitable que incrementará la calidad y cantidad de turinstas que visitarán la Villa de Matapozuelos.

· El aumento de turistas redundará en el beneficio económico de la abundante oferta hostelera del municipio, creando riqueza indirecta que se repercute directamente sobre los vecinos de Matapozuelos.”


DÉCIMO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, ya que el edificio existente cuenta con ellos, que según la documentación técnica presentada: 

· Acceso:  Se realiza desde el camino que sale de la carretera a Medina del Campo.

· Abastecimiento de agua: conexión a la red municipal.

· Saneamiento: no precisa.

· Suministro de energía eléctrica: acometida a compañía suminsitradora.


DECIMOPRIMERO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308. 1 c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOSEGUNDO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Casilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Matapozuelos, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para la rehabilitación de palomar en la parcela 3 del polígono 503, en el término municipal de Matapozuelos, promovida por el propio Ayuntamiento.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

A.2.2.- CENTRO INTERPRETACION LAVANDA.- TIEDRA.- (EXPTE. CTU 26/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 28 de marzo de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, completada con la registrada el 18 de mayo de 2018 tras el pertinente requerimiento, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 25 de enero de 2018 y en el periódico El Día de Valladolid de 27 de enero de 2018, durante el cual no se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 26 de febrero de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es ECOLAVANDA S.L.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para Centro de Interpretación de la lavanda, que se ubicará en las parcelas 17, 5002, 5003, 5004, 5118 y 5119 del polígono 1 de Tiedra, con una superficie catastral de 11.795 m².


Se proyecta, partiendo de un edificio antigüo existente de 52,71 m² útiles y 61,73 m² construidos,que según catastro data de 1960, que se rehabilita y se amplía con una nueva construcción de 142,01 m² útles y 176,79 m² construidos. El conjunto de construcciones destinadas a centro de interpretación de la lavanda será de 194,72 m² útiles y 238,52 m² construidos.


Ademas en las parcelas existen actualmente otras construcciones:

· Nave destinada a la producción de destilación del lavandín, de 709,76 m² útiles y 752,61 m² construidos, que fue autorizada por la Comisión Territorial de Urbanismo con fecha 26 de febrero de 2008 y cuenta con Licencia de obras de 17 de marzo de 2008, según certificado municipal.

· Sotechado de 73,76 m² construidos, que cuenta con licencia municipal de 7 de julio de 2011, según certificado municipal.


Con las nuevas edificaciones las parcelas tendrán un total de 978,24 m² útiles y 1.064,91 m² construidos


TERCERO.- Las parcelas sobre las que se ubica la instalación se encuentra clasificada como SUELO RÚSTICO COMÚN por las Normas Urbanísticas Municipales de Tiedra.


CUARTO.- De conformidad con el artículo 112.b) de las NUM en Suelo Rústico Común, es un uso sujeto a autorización: “6º Otros usos así como las construcciones e instalaciones vinculadas a los mismos para los que se aprecie la necesidad de ubicación en suelo rústico, a causa de sus específicos requerimiento o su incompatibilidad con los usos urbanos.”

QUINTO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al ser un uso recogido en el articulo 57.g) de la misma norma:

“g)
Otros usos, sean dotacionales, comerciales, industriales, de almacenamiento, vinculados al ocio o de cualquier otro tipo, que puedan considerarse de interés público: 

3º. Por estar vinculados a la producción agropecuaria.”


SEXTO.- Se regulan en los artículos 119 y siguientes de las NUM las siguientes condiciones de parcelación, volumen y superficie, que en suelo rustico común son las siguientes:

· Parcela mínima: 3.000 m²

· Superficie máxima de edificación: 3.000 m²

· Retranqueos minimos a linderos: 15 m. En parcelas que por dimensiones no soportarían la anterior norma general se admite la reducción de los retranqueos laterales y trasero hast 5 m. No se admiten reducciones en los retranqueos frontales de las vías de acceso.

· Altura máxima de la edificación: 10 m. al alero y 14 m. hasta el elemento más elevado de la cubierta, puediendo sobrepasar esta altura los elementos singulares (chimeneas, antenas…).

· Obligación de arbolar: 5 unidades por cada nueva edificación inferior a 100 m² y 1 más por cada 20 m² más construidos o fracción.


El centro de interpretación de la lavanda proyectado cumple con todos los parámetros urbanísticos, tal y como indica el informe técnico municipal. Se ha aportado el compromiso de agrupación de las parcelas para el cumplimiento de los retranqueos.


SÉPTIMO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de Valladolid de fecha 19 de junio de 2018, el cual comprueba que no presenta colindancia o coincidencia geográfica con figuras del Medio Natural y que no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en la Red Natura 2000. Y concluye que no son de esperar afecciones significativas sobre el paisaje ni sobre otros aspectos ambientales..


OCTAVO.- La Comisión tendrá que considerar acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el proyecto técnico aportado, por la vinculación con la producción agropecuaria y “Gracias a esta actividad se conseguirá:

· Crear y mantener puestos de trabajo, con lo que se conseguirá fijar población en el medio rural.

· Potenciar la plantación de lavandín y la recolección y su profesionalización, conel fin de conseguir una plantación y recolección sostenible y ecológica.

· Potenciar el turismo, dando a conocer el cultivo como es el lavandín tradicional. Además, la cercanía a las zonas de producción con respecto a la zona de servicios implica un reclamo turístico muy importante que no se debe dejar de aprovechar.

· Potenciar nuevas actividades empresariales en la zona, que diversifiquen el tejido empresarial.”


NOVENO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, ya que la instalación existente contaba con ellos: 

· Acceso:  Se realiza desde el camino rural.

· Abastecimiento de agua y Sanemiento: con acometidas a la red municipal. Se aporta informe municipal que concluye que las acometidas no modifican ni perjudican las instalaciones municipales ni el servicio que desde las mismas se presta a la población.

· Suministro de energía eléctrica: conexión a la línea que llega hasta las parcelas.


DÉCIMO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308.1.c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.


DECIMOPRIMERO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Tiedra, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para Centro de Interpretación y plantación de lavanda en las parcelas 17, 5002, 5003, 5004, 5118 y 5119 del polígono 1, en el término municipal de Tiedra, promovida por ECOLAVANDA S.L..


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

A.2.3.- LEGALIZACIÓN DE COBERTIZO, CAMBIO UBICACIÓN DE EDAR Y MODIFICACIÓN DE ESCALERA DE OFICINAS EN BODEGA.- FOMPEDRAZA.- (EXPTE. CTU 40/18).-


Examinada la documentación administrativa y técnica que obra en el expediente de referencia, del que son:

ANTECEDENTES DE HECHO


PRIMERO.- Mediante escrito del Sr. Alcalde-Presidente, registrado en esta Administración en fecha 17 de mayo de 2018, fue remitida la documentación relativa a este expediente, a los efectos de resolver sobre autorización de uso excepcional en suelo rústico en los términos de los artículos 23 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León y 307.5.c) del Decreto 22/2004, de 29 de enero por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León.


SEGUNDO.- Se ha dado cumplimiento al preceptivo trámite de información pública señalado en el artículo 307.3 del Reglamento de Urbanismo anteriormente citado, mediante la inserción de sendos anuncios en el Boletín Oficial de Castilla y León de 31 de enero de 2018 y en el diario El Norte de Castilla de 26 de enero de 2018, durante el cual se presentaron alegaciones, según certificado municipal de fecha 16 de mayo de 2018, a las cuales se dieron respuesta mediante informes técnico y ambiental del área de urbanismo de Diputación Provincial de Valladolid de fechas 4 y 7 de mayo de 2018.


TERCERO.- El promotor del expediente es ALBERTO Y BENITO S.A.

CUARTO.- El Servicio Territorial de Fomento ha elaborado el correspondiente informe-propuesta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 5.3 del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León.

FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- Por disposición del artículo 3.1.e) del Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambient, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, la Comisión resolverá sobre la autorización de usos excepcionales en suelo rústico.


SEGUNDO.- Se solicita autorización de uso excepcional para la legalización de cobertizo de recepción de uva, cambio de ubicación de la EDAR y modificación de la escalera exterior de oficinas de la bodega, ubicada en la parcela 23 del polígono 5 del término municipal de Fompedraza.


El cobertizo para la recepción de uva que se pretende legalizar, se ubica en la parte posterior de la bodega, en el rincon formado por la nave de crianza de barricas y la zona de lavado de barricas. Es cobertizo abierto por dos de sus lados con una superficie construida de 60,49 m², al computar al 50% y una superficie de ocupación de 120,98 m² y una zona de descarga por un lateral con una rampa para acomodar el terreno a la necesidades de la descarga de uva.


El cambio de ubicación de la EDAR surge como consecuencia de agregar la parcela 3181 a la parcela 23 y así ubicarla más cercana al acceso secundario, facilitar la conexión con la red municipal de saneamiento y evitar paralelismos con la línea de media tensión existente en la parcela. Este cambio no supone un aumento de ocupación del terreno puesto que la depuradora ya estaba prevista y dimensionada en la autorización de la bodega.


La modificación de la escalera exterior de las oficinas se plantea por cuestiones estéticas, sustituyendo la escalera recta de dos tramos ya autorizada por una escalera de trazado curvo y zancas de llanta de acero. Esta modificación supone un pequeño aumento de superficie de 1,22 m² construidos y 8.72 m² de ocupación.


TERCERO.- Con fecha 30 de junio de 2015 se otorga autorización de uso excepcional para bodega, en las parcelas 23 y 25 de polígono 5, para una superficie construida de 3.323,56 m² y una ocupación de 3.231,87 m².


Con fecha 28 de octubre de 2015 se otorga autorización de uso excepcional para nave agrícola para uso como almacén de elementos varios de bodega, en las parcelas 25 y 3185 de polígono 5, con una superficie construida y de ocupación de 960 m².


Con fecha 31 de mayo de 2017 se otorga autorización de uso excepcional para reforma y ampliación de oficinas en bodega, que aumenta la superficie construida en 368,35 m² y la ocupación en 16,33 m².


Todas las construcciones existentes en la parcela suponen una superficie construida de 4.432,39 m² y una ocupación total de 4.208,20 m². Que con la legalización y las modificaciones supondría un total de 4.492,90 m² construidos y 4.337,90 m² de ocupación.


CUARTO.- Se aportan las licencias de obras concedidas de todas las construcciones existentes:

· Resolución de Alcaldía 34/2015, de 15 de julio, que otorgó licencia de obras y ambiental para Bodega con Denominación de origen Ribera de Duero en las parcelas 23 y 25 del polígono 5.

· Resolución de Alcadía 44/2015, de 6 de noviembre, que concedíó licencia de obras para nave agrícola para uso como almacén  en parcelas 25 y 3185 del polígono 5.

· Resolución de Alcaldía 14/2017, de 9 de agosto, que concedión licencia de obras para la reforma y ampliación de oficinas de bodega, en la parcela 23 del polígono 5.


QUINTO.- La bodega con su ampliación, la nave agrícola, y la legalización y cambios que se solicita en la presente autorización se ubican actualmente en la parcela 23 (resultante de la agrupación de las parcelas 23, 25, 3185 y 3181) del polígono 5, aportando escrituras de agrupación, con una superficie catastral de 73.800 m², en el término municipal de Fompedraza.


SEXTO.- La parcela se encuentra clasificada como en SUELO RÚSTICO COMÚN, según las Normas Urbanisticas Municipales de Fompedraza.


La parcela es colindante con la vía pecuaria “Vereda de Barquillo y Fuenteloca”, quedando todas las construcciones  fuera de la zona de afección.


SÉPTIMO.- De conformidad con el artículo 118.3. de las NUM, en Suelo rústico Común “Son usos permitidos todos aquellos que lo sean en virtud de la legislación vigente, sin perjuicio de las autorizaciones exigibles.”

OCTAVO.- El presente uso se podría autorizar según el artículo 59.b) del RUCyL, al ser un uso recogido en el artículo 57.f) de la misma norma: “f) Obras de rehabilitación, reforma y ampliación de las construcciones existentes que no esten declaradas fuera de ordenación, para su destino a su anterior uso o a cualquiera de los demás usos citados en este artículo.”

NOVENO.- El artículo 118 de las NUM regula las Condiciones de Edificación en Suelo Rústico Común, que son las siguientes:

· Parcela minima.- 20.000 m². 

· Superficie máxima construida.- 5.000 m².

· Ocupación de parcela máxima permitida.- 40% s/ 5.000 m². 15 % s/ resto.

(2) Se permite la transferencia de “superficies construibles máximas” registradas, pudiendo en este caso rebasar la ocupación máxima permitida con carácter general, siempre que la ocupación final en la parcela receptora no supere el 30% de la superficie de la misma.

· Altura máxima: 2 plantas y 10 m de altura de coronación.

(3) La altura máxima podrá superarse excepcionalmentre si existen razones tcénicas o funcionales debidamente justificadas.

· Retranqueo mínimo a linderos.- 7,00 m.


La legalización de cobertizo, el cambio de ubicación de la EDAR y la modificación de las escaleras exteriores de las oficinas de bodega cumple con todos los parametros urbanísticos.


DÉCIMO.- Consta en el expediente Informe de la Unidad de Ordenación y Mejora del S.T. de Medio Ambiente de fecha 8 de mayo de 2017, el cual establece que las actuaciones previstas no tienen efectos negativos apreciables sobre los elementos del Medio Natural , siempre y cuando se cumplan las condiciones expuestas a continuación:

“1)
Si en el desarrollo del objeto del expediente se afectase a terrenos de vía pecuaría será necesario la previa obtención de autorización a fin de que no se vean comprometidos ni el uso principal pecuario, ni los usos compatibles y complementarios previstos en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias.”


DECIMOPRIMERO.- La Comisión tendrá que considerar acreditado el interés público de la instalación, en cumplimiento del artículo 308.1 del RUCyL, con la justificación recogida en el proyecto técnico aportado y asumida por el ayuntamiento en su informe propuesta, que viene determinada en base a:


“La propia Administracón Pública, tal y como establece la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo sostenible del medio rural, contempla incentivar la diversificación económica en el medio rural y establecer medidas que tengan por objeto fomentar nuevas actividades de alto valor añadido, promover la consolidación del sector agroalimentario, apoyar la actividad económica vincualada a la industria, al comercio, al turismo y otros servicios, y a la necesidad de generar nuevos tipos de actividades locales.


Durante los últimos años y con la progresiva implantación y desarrollo de actividades ligadas muy estrechamente con la economía rural se ha detectado la necesidad de incorporar actividades industriales, vinculadas con el sector agroalimentario, que supongan inversión en el medio rural y que repercuta directamente en la dinamización de los municipios en los que se establecen.


El interés público y social no solamente radica en aquellas inversiones de promoción pública sino en aquellas de carácter privado que ayudan a crear un tejido económico sostenible y fijado en el medio rural.


La creación de dicho tejido anima y está directamente relacionado con la creación de nuevos puestos de trabajo en futuras instalaciones, tanto directos como indirectos, en el municipio y/o localidades cercanas, contribuyendo a la generación de riqueza local.


La implantación de inversiones asociadas al medio rural puede constribuir a una sinergia económica positiva y desarrollo de nuevas oportunidades de actividad, creando un efecto dinamizador de la economía a lo largo del tiempo.


Tamibén contribuye a la fijación de la población en la localidad y comarca y a la lucha contra la despoblación y envejecimiento rural, uno de los grandes problemas de la Comunidad de Castilla y León.”

DECIMOSEGUNDO.- El promotor resuelve la dotación de servicios, de conformidad con el artículo 308.1.b) del RUCyL, puesto que la instalación existente ya cuenta con ellos:

· Acceso, para tráfico rodado se realiza desde el camino de Langayo y un acceso secundario desde a través de la antigua parcela 3181, agrupada actualmente con la parcela 23.

· Abastecimiento de agua, mediante conexión a la red municipal.

· Saneamiento, con equipo de depuración de la bodega y vertido a la red municipal. 

· Suministro de energía eléctrica, con transformador de caseta compacta en parcela.


DECIMOTERCERO.- El promotor, tal y como determina el artículo 308.1.c) del RUCyL, se compromete a vincular el terreno al uso autorizado, y que a tal efecto se hará constar en el registro de la propiedad su condicion de indivisible y las limitaciones impuestas por la autorización.

DÉCIMOCUARTO.- La Comisión debe resolver de forma motivada sobre la autorización de uso excepcional, otorgándola simplemente o con condiciones, o bien denegándola (art. 307 del RUCyL). Asimismo para autorizar usos excepcionales debe comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el art. 308 del RUCyL.


VISTA la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León, aprobado mediante Decreto 22/2004, de 29 de enero, el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, las Normas Urbanísticas Municipales de Fompedraza, y demás disposiciones de aplicación.


Por lo expuesto,


LA COMISION TERRITORIAL DE MEDIO AMBIENTE Y URBANISMO, acuerda, por unanimidad, y de conformidad con la propuesta formulada por el Servicio Territorial de Fomento, OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico para legalización de cobertizo de recepción de uva, cambio de ubicación de la EDAR y modificación de la escalera exterior de oficinas de la bodega en la parcela 23 del polígono 5, en el término municipal de Fompedraza, promovida por ALBERTO Y BENITO S.A.

Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y urbanística con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales.


Según los catálogos actuales, que son documentos incompletos por la propia naturaleza de la evidencia arqueológica y dado que no se ha explorado la totalidad del territorio con metodología científica, no se aprecian interferencias con suelos con protección cultural. Siempre que hay movimientos de tierras existe una probabilidad real y objetiva de afectar al Patrimonio Arqueológico, por lo que con el fin de proteger el patrimonio cultural, deberá tenerse en cuenta el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, que señala que si en el transcurso de las obras aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.


Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos, autorizaciones y cautelas exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.

3.- Informes y Asuntos Varios 

A.3.1.- TOMA DE CONOCIMIENTO. EXPLOTACIÓN MINERA “QUINTANILLA DE ONESIMO”.- (EXPTE. CTU 105/14).-


PRIMERO.- La Comisión Territorial de Medio Ambiente Urbanismo, en sesión clebrada el día 25 de marzo de 2015 y bajo la presidencia del Delegado Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, acordó por mayoría, y de conformidad con la propuesta de 19 de marzo de 2015 formulada por el Servicio Territorial de Fomento:


 “1º- DENEGAR LA AUTORIZACIÓN de uso excepcional en suelo rústico para la extracción de piedra caliza en las parcelas 44, 45, 46, 50 y asimismo en las partes de parcelas que tiene la consideración de monte, concretamente partes de las parcelas 47, 49, 51 52, 53, 54 y 55


2º- OTORGAR LA AUTORIZACION de uso excepcional en suelo rústico común para la extracción de piedra caliza, en parte de las parcelas 47, 49, 51, 52, 53, 54 y 55  del polígono 3 en el término municipal de Quintanilla de Onésimo.


En todo caso, el promotor deberá obteber el deslinde de las partes de las parcelas consideradas como monte y sobre las que no procede otorgar autorización de uso excepcional en suelo rústico para el uso solicitado.


Esta autorización no exime de la obligatoriedad de obtener las preceptivas licencias ambiental y de obras con carácter previo a la ejecución del proyecto, ni prejuzga el contenido de los correspondientes acuerdos municipales. Asimismo, deberán conseguirse los restantes permisos y autorizaciones exigidos por la legislación vigente para este tipo de instalaciones.”

               SEGUNDO.-Siendo notificada la citada resolución al Ayuntamiento de Quintanilla de Onésimo (Valladolid) el día 13 de abril de 2015.

              TERCERO.- Contra este acuerdo, D. Santiago Rodríguez-Monsalve Garrigos, actuando en nombre y representación de la entidad interesada: “ALQUILER DE HORMIGONERAS DE VALLADOLID, S.L.” (ALHORVA, S.L.),  interpuso recurso de alzada el día 20 de mayo de 2015 en el registro de la Delegación del Gobierno en Castilla y León en Valladolid.

              CUARTO.- En sesión de 30 de junio de 2015, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid adopta informe en sentido desestimatorio al recurso de alzada interpuesto por D. Santiago Rodríguez-Monsalve Garrigos, actuando en nombre y representación de ALHORVA, S.L. contra el Acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, de 25 de marzo de 2015, por el que se denegó la autorización de uso excepcional para la extracción de piedra caliza en Quintanilla de Onésimo, en las parcelas 44. 45, 46, 50 del polígono 3 y en las parcelas que tienen la consideración de monte, concretamente partes de las parcelas 47, 49, 51,52, 53,54 y 55 del polígono 3, por considerarse el suelo como suelo rústico de protección natural, según las NUM de Quintanilla de Onésimo.

           QUINTO.- Mediante Orden de 29 de mayo de 2018 de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente ha resuelto: “ESTIMAR el Recurso de Alzada interpuesto por D. Santiago Rodríguez-Monsalve Garrigos, actuando en nombre y representación de ALHORVA, S.L. contra el Acuerdo de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo, de 25 de marzo de 2015, por el que se deniega la autorización de uso excepcional para la extracción de piedra caliza en Quintanilla de Onésimo, en las parcelas 44. 45, 46, 50 del polígono 3 y en las parcelas que tienen la consideración de monte, concretamente partes de las parcelas 47, 49, 51,52, 53,54 y 55 del polígono 3, por considerarse el suelo como suelo rústico de protección natural, según las NUM de Quintanilla de Onésimo (Valldolid), y otorgar el uso solicitado, de conformidad con los argumentos expuestos en el Fundamento de Derecho IV de la presente Orden.”

              SEXTO.- Los argumentos expuestos en el Fundamento Derecho IV de la Orden de 29 de mayo de 2018, de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente son los que se transcriben literalmente a continuación:

                “IV.- Las alegaciones vertidas por el recurrente en su escrito de recurso se sostienen en que la actividad propuesta es siempre autorizable en terrenos clasificados como montes, que sean de titularidad privada, en virtud e la Ley de Montes estatal y autonómica, siempre y cuando no se encuentren incluidos en un LIC (siendo la autorización exclusivamente urbanística sin perjuicio de las exigencias medioambientales), alegando a su vez que las parcelas sobre las que se deniega la autorización de uso solicitada están exceptuadas de la clasificación como suelo rústico de protección natural.

           La propuesta de orden sometida a informe se  afirmaba que las parcelas sobre las que se deniega la autorización de uso solicitada no están exceptuadas de la clasificación como suelo rústico de protección natural por las NUM de este término municipal, que en su artículo 3.5, in fine, sólo exceptúa esta clasificación “…unas zonas situadas en un páramo, subidas a las cuestas, en donde se procede actualmente a la extracción de áridos que podrían mantener e uso actual siempre y cuando no alteren las condiciones ecológicas del entorno y con las condiciones que ha impuesto la Junta de Castilla y León”, siendo que el momento al que se refiere el precepto citad es el de la aprobación definitiva del instrumento de planeamiento general que se produjo el 28 de abril de 2005, fecha en la que se estaba procediendo a la extracción de áridos en las parcelas que forman parte de la única zona que se excepciona, la cuales son distintas de éstas para las que el promotor solicita ahora autorización de uso excepcional, a saber, las parcelas 44, 45, 46, 50 y las partes de las parcelas que tienen la consideración de monte, concretamente partes de las parcelas 47, 49, 51, 52, 53, 54 y 55.

            Ahora bien, en relación a la clasificación como Suelo Rústico de Protección Natural de las parcelas sobre las que se deniega la autorización de uso solicitada y según el informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente de 23 de febrero de 2018, hay que señalar el error padecido por el órgano urbanístico según se desprende del Acuerdo de 25 de marzo de 2015 que ahora se revisa. En el fundamento jurídico séptimo del Acuerdo se dice que “se ha podido observar que según el plano de Ordenación del Término Municipal todas las parcelas se encuentran situadas en su totalidad en Suelo Rústico Común”. Se añade a continuación: “Sin embargo, hay que tener en cuenta lo establecido en el artículo 8.4.2. b), párrafo cuarto de las Normas Urbanísticas Municipales, referido al Suelo Rústico con protección natural de Montes…” Y (como pone de manifiesto el informe de la Asesoría Jurídica precitado), en el Acuerdo se concluye: “Así, se evidencia una contradicción entre lo reflejado en el citado Plano de Ordenación, donde se clasifica el Suelo como Rústico Común y lo dispuesto en la propia normativa de las NUM de Quintanilla de Onésimo, dado que, como veremos más adelante, existen terrenos que tiene la condición de monte y, por ende, han de ser considerados como Suelo Rústico de Protección Natural en lugar de Suelo Rústico Común”.

           En el informe técnico de la arquitecto del Servicio de Urbanismo de la Dirección General de  Vivienda, Arquitectura y Urbanismo de 24 de enero de 2017, se pone de manifiesto que “no hay tal contradicción en las Normas Urbanísticas Municipales, porque las previsiones del último párrafo del artículo 3.5 determinan que “dichas zonas son las que en la documentación gráfica aparecen como Bolsas de Suelo Rústico Común, dentro de la gran mancha de Suelo Rústico con protección natural, y que debieran haber sido clasificadas como Suelo Rústico de Protección Natural…”. Sobre la coincidencia de estos terrenos con las parcelas y partes de las parcelas afectadas por la denegación, en el mismo informe técnico se concluye: “Haciendo ahora una superposición del plano de clasificación y las parcelas catastrales observamos efectivamente alguna de esas parcelas, o partes de las mismas, se sitúan sobre suelo clasificado como Rústico Común: -se reproduce la superposición-.”

            Y el informe técnico de fecha 21 de marzo de 2018 que se emite nuevamente por la Arquitecto del Servicio de Urbanismo de la Dirección General de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo de la Dirección general de Vivienda, Arquitectura y Urbanismo, se concluye que: 2(…) las parcelas 44, 45, 46, 47 están clasificadas por las Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo como Suelo Rústico Común, al igual que las parcelas 51, 52, 53, 54 y 55, que aunque parece que su borde invade el Suelo Rústico de Protección Natural, puede ser un ajuste de la superposición de las dos imágenes; así como la mayor parte de las parcelas 49 y 50, que también se sitúan sobre Suelo Rústico Común”.

            Consiguientemente con lo expuesto, se estima que deben tener acogida las pretensiones contenidas en el escrito de recurso, procediendo revisar la denegación acordada por la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo en sesión de 25 de marzo de 2015, en las parcelas 44, 45, 46 y 50 y en las partes de parcelas que se han considerado monte, parte de las parcelas 47, 49, 51, 52, 53, 54 y 55, para estar a las conclusiones de los informes técnicos citados sobre la clasificación como Suelo Rústico Común de estas parcelas según lo previsto en el último párrafo del artículo 3.5 de las Normas Urbanísticas Municipales de Quintanilla de Onésimo y otorgar el uso solicitado, a fin de evitar mayores dilaciones en el procedimiento.

             Por lo que, esta Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo TOMA CONOCIMIENTO de la estimación del recurso de alzada interpuesto por D. Santiago Rodríguez-Monsalve Garrigos en nombre y representación de la mercantil ALHORVA, S.L., contra el Acuerdo de la Comisión Territorial de Medio ambiente y Urbanismo de 25 de marzo de 2015, por el que se deniega la autorización de uso excepcional en suelo rústico la extracción de piedra caliza en las parcelas 44, 45, 46 y 50 del polígono 3 y en parte de las parcelas 47, 49, 51, 52, 53, 54 y 55 del polígono 3 del término municipal de Quintanilla de Onésimo (Valladolid),  mediante  Orden de 29 de mayo de 2018 de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, así como del otorgamiento de LA AUTORIZACIÓN DE USO EXCEPCIONAL EN SUELO RÚSTICO PARA LA EXTRACCIÓN DE PIEDRA CALIZA EN LAS PARCELAS 44, 45, 46, 50 Y ASIMISMO EN LAS PARTES DE LAS PARCELAS 47, 49, 51 52, 53, 54 Y 55, EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE QUINTANILLA DE ONÉSIMO (Valladolid), promovida por ALHORVA, S.L.

Acto seguido se entró en el estudio y resolución de los asuntos que integran el capítulo  “B) MEDIO AMBIENTE”:

1.- EXPEDIENTES DE ACTIVIDADES E INSTALACIONES QUE SE ENCUENTRAN INCLUIDOS EN EL RÉGIMEN DE AUTORIZACIÓN AMBIENTAL ESTABLECIDO EN EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE PREVENCIÓN AMBIENTAL DE CASTILLA Y LEÓN.
B.1.1. EIA-VA-2017-53: PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE EXPLOTACIÓN PORCINA DE CEBO EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE SAN PABLO DE LA MORALEJA (VALLADOLID), PROMOVIDO POR D. FRANCISCO JAVIER MARTÍN RODRÍGUEZ


El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 2.000 plazas para cerdos de engorde. Por otra parte, el proyecto también deberá contar con la oportuna autorización ambiental, al encontrarse dentro del Anexo I, apartado 9.3 b) del Real Decreto 815/2013, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de emisiones industriales  y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, Instalaciones destinadas a la cría intensiva de cerdos que dispongan de más de 2.500 plazas de cerdos de cebo de más de 20 kg.

Mediante ORDEN FYM/991/2016, de 17 de noviembre, modificada por ORDEN FYM/460/2018, de 20 de abril, se delegan competencias en materia de Evaluación de Impacto Ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, concretamente la competencia para dictar la declaración de impacto ambiental de los proyectos y de sus modificaciones incluidas en el Anexo I. Ganadería de la citada Ley 21/2013, de 9 de noviembre.
DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

El proyecto consiste en la ampliación de una explotación de porcino de cebo de las 3.120 plazas totales con las que cuenta, hasta las 6.168 plazas que pretende el promotor. Para esta ampliación, será necesario el acondicionamiento de las actuales instalaciones que se describen a continuación.

La explotación se localiza en las parcelas 9 del polígono 503, y 9 del polígono 6 del término municipal de San Pablo de la Moraleja (Valladolid), con una superficie de 52.796 m2, localizada en suelo no urbanizable común. El acceso a la explotación se realiza desde el Camino de San Pablo, a una distancia de unos 1.250 metros. Los núcleos urbanos de población más cercanos son, Ataquines a 1.100 metros, y San Pablo de la Moraleja, a 1.250 metros. La granja se localiza a más de 1.000 metros de otras explotaciones porcinas.

Las instalaciones con las que cuenta la explotación en la actualidad, son las siguientes: 

· Nave de cebo 1: superficie construida de 1.315,16 m2. No será modificada.

· Nave de cebo 2: superficie construida de 1.315,16 m2. No será modificada. .

· Lazareto: tampoco va a ser modificado y mantiene su superficie de 36 m2.

· Oficina y vestuarios, que mantienen la superficie actual (22 m2).

· Fosa de purines, con capacidad para 2.310 m3.

· Vallado perimetral.

· Otras construcciones: entrada provista con vado sanitario y equipo de desinfección portátil, contenedor homologado para la recogida de cadáveres, centro de transformación y línea eléctrica de suministro, perforación de agua de 150 metros de profundidad, depósito de poliéster de 60 m3, silos de pienso de 16 toneladas. 

Se proyecta para la ampliación de la explotación porcina, las siguientes construcciones:

· Nave de cebo 3: superficie de 1.241,19 m2.

· Nave de cebo 4, de igual superficie.

· Lazaretos 3 y 4, con superficie total de 27,72 m2.

· Nueva fosa de purines, con 2.310 m3 de volumen. Se construirá a base de hormigón armado con aditivo hidrófugo, y sobre una base impermeabilizante de caucho sintético de 1,14 mm. de espesor. La fosa estará cercada perimetralmente mediante una valla de simple torsión.

· Plantación perimetral de arbolado.

La actividad seguirá desarrollándose como hasta el momento. El manejo consiste en el proceso denominado “todo dentro-todo fuera”. Los cerdos llegan a la explotación con un peso aproximado de 20 kg. La estancia es de 16 a 17 semanas, saliendo a matadero con un peso de 100 kg. Se estima una media de 2.5 a 2.7 rotaciones de cebo al año.

La producción anual estimada de purines es de 13.261 m3, siendo la capacidad del estercolero la mínima para acumular el purín producido durante tres meses. Se plantea la valorización de las deyecciones, para lo cual se ha elaborado un plan de gestión de purines para su aplicación en 129,57 ha. de parcelas agrícolas en las provincias de Ávila y Valladolid, superficie superior a la mínima necesaria. 

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

             El estudio de impacto ambiental plantea alternativas al proyecto (ubicación, tamaño, materiales, manejo), y analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras; la eficacia de éstas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

             El estudio concluye que el impacto en todos los casos es compatible y su incidencia puede disminuir con las medidas correctoras propuestas.

 Por otra parte, se han tenido en cuenta y se adoptarán mejores técnicas disponibles en el sector porcino.

TRAMITACIÓN ADMINISTRATIVA DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.- Con fecha 20 de diciembre de 2017, la Dirección General de Calidad y Sostenibilidad Ambiental de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, remite solicitud de informe sobre la suficiencia del estudio de impacto ambiental elaborado por el promotor, en relación al trámite de evaluación de impacto ambiental y de autorización ambiental. 

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 36.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, y en el artículo 13 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” de 9 de febrero de 2018, no habiéndose recibido alegaciones. 

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe favorable.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que informa el proyecto.

· Servicio Territorial de Sanidad y Bienestar Social, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid, que emite informe.

· Ayuntamiento de San Pablo de la Moraleja.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente, que emite informe.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

Los informes emitidos son de carácter favorable, sugiriendo el establecimiento de condiciones y medidas correctoras que se incorporan al condicionado de esta declaración de impacto ambiental, destacando los informes referidos a: 

Afección a Red Natura 2000.- Consta informe de 22 de mayo de 2018 del Servicio Territorial de Medio Ambiente que concluye que tras estudiar la ubicación de las actuaciones previstas, se comprueba que no existe coincidencia geográfica del proyecto con Red Natura 2000, ni se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella, siempre y cuando se cumplan las condiciones expuestas posteriormente.

Afección al Patrimonio Cultural.- Consta en el expediente informe de fecha 2 de febrero de 2018 remitido desde el Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid, en el que se recoge que sobre el asunto objeto de evaluación de impacto ambiental, consta el informe favorable por parte del Delegado Territorial de Valladolid con fecha de 24 de enero de 2018, tras el dictamen previo de la Comisión Territorial de Patrimonio Cultural de Valladolid de 17 de enero de 2018 sobre el proyecto.

Afección sobre actividades ganaderas.- Consta en el expediente informe del Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería de Valladolid, en el que informa favorablemente el proyecto, avalado por Resolución de 28 de mayo de 2018, de la Dirección General de Producción Agropecuaria e Infraestructuras Agrarias.


 Visto lo anterior, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 35/2017, de 16 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, acuerda la siguiente propuesta  

PROPUESTA DE DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL


Una vez realizado el análisis técnico del expediente, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo propone informar favorablemente, a los solos efectos ambientales, el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta declaración y las contempladas en el estudio de impacto ambiental, y sin perjuicio del cumplimiento de las normas urbanísticas y otras normas vigentes que pudieran impedir o condicionar su realización.

PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE EXPLOTACIÓN PORCINA DE CEBO, EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE SAN PABLO DE LA MORALEJA, PROMOVIDO POR D. FRANCISCO JAVIER MARTÍN RODRÍGUEZ
1. Actividad evaluada.- La presente declaración se refiere al Proyecto de ampliación de explotación porcina de cebo, en las parcelas 9 del polígono 503, y 9 del polígono 6, del término municipal de San Pablo de la Moraleja (Valladolid), con fecha de visado 15 de septiembre de 2017, junto al estudio de impacto ambiental de septiembre de 2017, y demás documentación complementaria contenida en el expediente.
2. Afección a Red Natura 2000 y otros valores naturales.- De acuerdo con el Informe de Evaluación de las Repercusiones sobre la Red Natura 2000, emitido en cumplimiento del Decreto 6/2011, de 10 de febrero, por parte del órgano competente, tras estudiar la ubicación de las actuaciones previstas, no se prevé la existencia de afecciones indirectas, ya sea individualmente o en combinación con otros proyectos, que pudieran causar perjuicio a la integridad de cualquier lugar incluido en aquella.
3. Medidas protectoras.-
Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Adaptación a las Mejores Técnicas Disponibles.- En cumplimiento de lo establecido en la Decisión de Ejecución (UE) 2017/302, de la Comisión de 15 de febrero de 2017, sobre mejoras técnicas disponibles (MTD), el promotor justificará que tanto en el diseño del proyecto, como durante su funcionamiento, la actividad aplica las mejoras técnicas disponibles para este tipo de instalaciones, teniendo en cuenta las características, dimensiones y complejidad de la explotación.
En cualquier caso se aplicarán criterios de ahorro y consumo eficiente del agua y energía, se adoptarán estrategias de alimentación que reduzcan el nitrógeno y fósforo excretado y se pondrán en práctica las mejoras técnicas de gestión de estiércoles y purines, tanto en la fase de almacenamiento como durante la aplicación al terreno.

Si se prevén molestias a las poblaciones cercanas se establecerá un plan de gestión de olores que contemple su eliminación y/o reducción.

b) Distancias preceptivas.- Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los purines que se generen en la explotación. En concreto deberá tenerse en cuenta, respecto a caminos colindantes, la limitación sobre distancias mínimas a vías de comunicación de cualquier orden. Todas las instalaciones se situarán fuera de la zona de policía de cauce público y en especial las destinadas al almacenamiento de residuos ganaderos.
c) Integración paisajística.- Con la finalidad de conseguir una correcta integración de las instalaciones en el entorno rústico en que se ubican y sin perjuicio de lo que establezca el planeamiento urbanístico vigente en el municipio, los colores de los paramentos verticales serán ocres o terrosos. Se deben evitar volúmenes completamente monocromos y, en todo caso, la cubierta nunca puede ser de un color más clara que el de la fachada. Asimismo, no se utilizarán colores discordantes y brillantes. Se evitarán los materiales que desvaloricen el paisaje, por su color, brillo o naturaleza (materiales de desecho, plásticos, paramentos de acero brillante, etc.).
Se realizará la plantación de arbolado a lo largo del perímetro de la explotación, mezclando especies arbóreas y arbustivas, de hoja perenne y caduca, utilizando especies adecuadas a las características climáticas y edafológicas de la zona, que no requieran elevadas necesidades hídricas.

d) Protección del suelo.- Los movimientos de tierras en la fase de obras se harán de forma selectiva, reservando y tratando adecuadamente la tierra vegetal para su aprovechamiento en la adecuación posterior de los terrenos alterados.

e) Prevención de la contaminación.- Las características constructivas de las instalaciones de almacenamiento de residuos ganaderos, así como de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas (canales de drenaje, colectores, conducciones, arquetas, etc.) deberán ser las adecuadas para evitar el riesgo de contaminación de las aguas superficiales y subterráneas, garantizando su total estanqueidad e impermeabilidad, y resistencia a lo largo del tiempo, para evitar así cualquier riesgo de fuga o de pérdidas por infiltración.

La impermeabilidad de los elementos construidos en obra de fábrica o de hormigón deberá reforzarse mediante aditivos que aseguren su eficaz hidrofugado u otras soluciones idóneas. En general, con objeto de prevenir y reducir las emisiones en su conjunto, las instalaciones deberán diseñarse basándose en las mejores técnicas disponibles, establecidas en las guías oficiales a nivel nacional o europeo y deberán mantenerse en buen estado de conservación. 

Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión y mantenimiento de las instalaciones de modo que se garantice su buen estado de conservación, condiciones de seguridad, estanqueidad y capacidad de almacenamiento.

f) Reducción en la generación de residuos.- Para minimizar la producción de purines y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas de alta presión. Todas las zonas de almacenamiento de estiércoles y purines estarán protegidas de la entrada de aguas de escorrentía procedentes de los terrenos circundantes.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.), incluso se estudiará el aprovechamiento de estas aguas para riego, operaciones de limpieza y otras.

Para la desinfección de las instalaciones, se utilizarán productos ecológicos que generen residuos de baja peligrosidad y biodegradables, de tal manera que los residuos arrastrados a la fosa de almacenamiento de purines, durante la limpieza de la nave, no comprometan la utilización de los purines para estercolado de suelos agrícolas. Estos productos desinfectantes estarán autorizados por el organismo competente y su aplicación se realizará con sistema de pulverización de gota fina. Su manejo, utilización y almacenamiento se corresponderá con lo dispuesto en la fichas de seguridad de cada producto, que deberán estar en la explotación, a disposición y conocimiento del personal.

g) Almacenamiento de purines.- La capacidad útil de almacenamiento del purín deberá ser suficiente para su retención durante los periodos o épocas en que no sea posible o no esté permitida su aplicación al terreno y en todo caso no inferior a tres meses de máxima producción. En ningún podrán almacenarse purín fuera de las instalaciones previstas para este fin.

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta la capacidad ganadera de la granja, las superficies acreditadas y otros datos aportados en la documentación, se estima admisible la capacidad de almacenamiento propuesta de 4.620 m3, con independencia del volumen acumulable bajo los emparrillados del interior de las naves y de los márgenes de seguridad necesarios.

La balsa de purines estará impermeabilizada y carecerá de salidas o desagües a cotas inferiores a la de su máximo nivel, salvo que conduzcan a pozos de vaciado u otros compartimentos estancos. Deberá disponer de valla metálica o similar, para impedir el acceso incontrolado de personas y animales y contará con dispositivos adecuados que permitan la salida en caso de caídas accidentales.

Se ubicarán preferentemente alejadas de cauces naturales y caminos públicos y de forma que pueda realizarse su vaciado sin entrada de vehículos al recinto ganadero.

A los efectos de reducir las emisiones a la atmósfera de amoniaco, se limitarán al mínimo imprescindible las operaciones de agitado de los purines y solo en el momento de su extracción.

Los accesos desde el exterior de las instalaciones a las balsas/estercoleros se diseñarán de forma que se eviten los derrames y puedan cargarse las excretas de forma eficaz.

h) Gestión de purines.- El purín producido en la explotación se utilizará como abono orgánico-mineral mediante la aplicación en la superficie propuesta en la documentación según contratos aportados. Cualquier cambio en dicha gestión deberá ser comunicado al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid. En ningún caso se utilizarán para la aplicación del purín, parcelas que formen parte del espacio Red Natura 2000 ZEC “Humedales de los Arenales”.

Para la correcta gestión de los purines, el titular de la explotación deberá tener en cuenta lo establecido en la normativa sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, así como en las Ordenanzas Municipales y demás normativa que resulte de aplicación.

Se preverá la aplicación del purín en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas realizando un balance de los aportes que pueda tener el cultivo por otras vías, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

Se vigilará la correcta carga de los purines en las cubas, impidiendo que se produzcan pérdidas de los mismos sobre el suelo de la propia finca o de las fincas colindantes, adoptando cualquier solución que garantice la consecución de tal fin.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de los purines producidos en su explotación, y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e inmediata incorporación al terreno en el marco de lo indicado en las normas sectoriales y el Código de Buenas Prácticas Agrarias.

i) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la actividad ganadera la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el plan de gestión de los residuos ganaderos presentado y con la legislación aplicable, que permita llevar a cabo en todo momento, una correcta gestión de los purines.

En consecuencia, para la distribución y aplicación del purín producido anualmente en la totalidad de la explotación, de acuerdo con las características de los suelos agrícolas de la zona de aplicación, sistema de explotación, rendimientos medios anuales, distribución de cultivos de las explotaciones cedentes y demás condicionantes y datos reflejados en la documentación aportada, se estima admisible la utilización de 129,57 ha.

El promotor acreditará periódicamente que dispone de suficiente superficie agrícola para la aplicación controlada de los purines y que dicha superficie no es utilizada para el mismo fin por otras granjas.

Tanto si se planteara un nuevo sistema de gestión de los residuos ganaderos, como si se produjese alguna variación relativa a la superficie agrícola ligada a la granja por la modificación de las superficies disponibles, de las características de las parcelas o del sistema de explotación, el promotor deberá contar con la aprobación del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

j) Registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas.- Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de los residuos ganaderos producidos, o de su traslado a plantas de tratamiento, de acuerdo con lo establecido en la normativa sobre operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León.

El libro de registro estará debidamente cumplimentado y a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

k) Protección de la fauna silvestre.- En la desratización de las instalaciones, con el fin de evitar intoxicaciones sobre la fauna silvestre, se deberán utilizar aquellos métodos y productos que supongan una menor afección para aquélla, buscando, con el principio activo y el método de aplicación, la mayor especificidad posible sobre la especie diana. En tal sentido, la aplicación del producto se realizará en portacebos herméticos rígidos, de modo que no tengan acceso otros animales, o en la entrada de las huras posteriormente tapadas.  

l) Protección de la vegetación.- Con carácter general no se efectuará la aplicación de residuos ganaderos en zonas forestales o arbustivas no cultivadas, salvo que se disponga de autorización expresa del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

m) Protección de las aguas.- En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no, cuando así esté regulado o sea previsible que por escorrentía o infiltración pudieran contaminarse tales aguas superficiales o los acuíferos subterráneos; en consecuencia, tampoco se efectuarán vertidos en el perímetro de protección de cauces, humedales y lagunas, canales, pozos y sondeos. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Reglamento de Dominio Público Hidráulico.
No se efectuarán vertidos de purines en tierras no cultivadas o con pendientes superiores al 7%, así como en aquellas zonas prohibidas expresamente por la normativa. Tampoco se verterá a menos de:

▪ 10 metros de las vías de comunicación de la red nacional, regional o local.

▪ 100 metros de depósitos de agua para abastecimiento, cursos naturales de agua y explotaciones porcinas de primer grupo (hasta 120 UGM).

▪ 200 metros de núcleos de población, pozos, manantiales de abastecimiento de agua, zonas de baño y explotaciones porcinas del grupo segundo (hasta 320 UGM) y tercero (hasta 720 UGM).

Se tendrá en cuenta que estas distancias pueden ser más restrictivas en la base tierra que se vea afectada, bien por la legislación aplicable en zonas vulnerables a la contaminación producida por nitratos procedentes de fuentes agrarias o por Ordenanzas Municipales.

n) Protección atmosférica.- Como actividad potencialmente contaminadora de la atmósfera el promotor deberá velar por la adopción de las Mejoras Técnicas Disponibles, que minimicen las emisiones a la atmósfera, tanto las difusas generadas en las naves y sistemas de almacenamiento de purines/estiércoles, como en las labores de valorización agronómica de las excretas ganaderas, como las canalizaciones procedentes de los sistemas de calefacción y/o ventilación que se mantendrán en estado óptimo de funcionamiento, a través de la inspección frecuente y las oportunas labores de mantenimiento y reparación, todo ello con el fin de limitar las emisiones a la atmósfera y asimismo, reducir el consumo de energía.

o) Producción de olores y molestias.- Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación, tales como adición a los purines de productos autorizados, enterrado inmediato de purines en el terreno o puesta en práctica de otras medidas que incluya al efecto el citado Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León o las Ordenanzas Municipales que le sean de aplicación. 
El transporte de estiércoles y purines se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro.

Se respetarán, en cuanto a la aplicación del terreno, los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno. En cuanto a estos extremos se tendrá en cuenta lo establecido al respecto en las Ordenanzas Municipales de aplicación.

p) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme a lo establecido en la normativa sobre residuos y suelos contaminados. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten las cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos, que estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
q) Otros residuos.- Todos los residuos generados durante la ejecución de las obras, deberán ser retirados periódicamente y en el plazo más breve posible, evitándose en todo momento la acumulación incontrolada de los mismos en la zona objeto del proyecto o sus inmediaciones. Se gestionarán mediante su entrega a gestor autorizado, conforme a la legislación vigente en materia de residuos.
En la fase de funcionamiento se establecerá un sistema de recogida selectiva para todos los residuos generados en la explotación. No se podrá almacenar residuos en la explotación si no es en contenedores dispuestos para tal fin.

r) Contaminación acústica.- En ningún caso, el nivel sonoro de la actividad podrá superar los límites establecidos en la normativa de aplicación sobre ruidos.
s) Uso eficiente de la energía. Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. Las luminarias del exterior de las edificaciones estarán dotadas de pantallas que limiten la dispersión de la luz e impidan las emisiones luminosas directas por encima de la horizontal.
Por otro lado, en la medida de lo posible, se utilizarán sistemas de ventilación natural.

En caso de que las naves deban mantener unas condiciones controladas de temperatura, se aplicarán los aislamientos oportunos para evitar pérdidas de calor o la necesidad de aplicar sistemas de refrigeración.

t) Eliminación de cadáveres.- Dado que no está permitido su enterramiento, deberá recurrirse a la utilización de sistemas autorizados que cumplan lo regulado en la legislación europea y nacional, que establece las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados a consumo humano.
Los contenedores de cadáveres, que deberán estar homologados, permanecerán en la granja hasta su retirada por gestor autorizado en un espacio específicamente habilitado al efecto, con acceso directo pero controlado desde el exterior del recinto ganadero.

Durante el funcionamiento de la explotación se deberá poner especial cuidado en la gestión de los cadáveres para que no supongan un foco de atracción de aves silvestres y evitar posibles colisiones con líneas eléctricas aéreas de la zona. En ese caso, sería recomendable ubicar el contenedor de cadáveres en la zona más alejada posible de tendidos eléctricos.

u) Prevención de incendios.- Para la ejecución de las obras y trabajos contenidos en el proyecto, y el uso de las instalaciones, deberá cumplirse las condiciones prescritas en la Orden FYM vigente por la que se fija la época de peligro alto de incendios forestales en la Comunidad Autónoma de Castilla y León y se establecen las normas sobre el fuego y se fijan medidas preventivas para la lucha contra los incendios forestales.
v) Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, el titular de la explotación deberá presentar una comunicación previa o de forma definitiva o temporal de la actividad ante el Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid, en los plazos que se determinen en la autorización ambiental.
Con la comunicación se presentará un plan de actuación, en el que se indicará la forma de evacuación y gestión de los estiércoles, de los residuos existentes en la explotación y en su caso de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos.

w) Afecciones medioambientales.- Cualquier incidente o accidente que se produzca durante la ejecución y posterior desarrollo del proyecto con posible incidencia medioambiental, deberá comunicarse inmediatamente al órgano sustantivo y al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.
4. Programa de vigilancia ambiental.- Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que recoja las medidas protectoras incluidas en esta declaración.

El promotor presentará, ante el órgano sustantivo, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental. Este informe recogerá y recopilará los resultados de todos los controles establecidos, así como el análisis de la ejecución y eficacia de las medidas preventivas y correctoras establecidas. Si del resultado de dichos controles se detectaran desviaciones, incumplimientos o nuevas afecciones medioambientales, el órgano sustantivo lo pondrá en conocimiento del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

5. Comunicación de inicio de la actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. Además, de acuerdo con el artículo 60 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, el promotor deberá comunicar asimismo, al órgano ambiental, las fechas de final de las obras y de comienzo de la fase de explotación

6. Protección del patrimonio cultural y arqueológico.- Si apareciesen restos arqueológicos en el curso de las obras, se paralizarán las obras en la zona afectada, procediendo el promotor a ponerlo en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que dictará las normas de actuación que procedan. En cualquier caso, se atenderá a lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 12/2002, de 11 de julio, de Patrimonio Cultural de Castilla y León y demás normativa aplicable, en lo que se refiere a eventuales hallazgos que pudieran producirse.

7. Modificaciones.- Cualquier variación en los parámetros o definición de las actuaciones proyectadas que pudieran producirse con posterioridad a esta misma declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas protectoras y/o correctoras de esta declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

8. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

9.  Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.
10. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del Boletín Oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

                  Al finalizar la exposición el representante de las organizaciones no gubernamentales vota en contra motivando su voto en que sobran cerdos, siendo fiel al apoyo de la campaña de FACUA: NO MÁS CERDOS, fundamentalmente porque a nivel regional no está resuelto el tratamiento de los purines en las explotaciones actuales, por tanto, mucho menos lo va a estar en las nuevas explotaciones o ampliaciones de las existentes.

                  La vocal suplente representante de sindicatos (CCOO), manifiesta que existe un proyecto de Decreto por el que se designan las zonas vulnerables a la contaminación de las aguas por nitratos procedentes de fuentes de origen agrícola y ganadero, y se aprueba el código de buenas prácticas agrarias, aún no aprobado, en el que se incluye el término municipal de San Pablo de la Moraleja como zona vulnerable. Este proyecto de Decreto prevé el almacenamiento de purines hasta cuatro meses.
                  El técnico del Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid que expone el proyecto de ampliación de la explotación porcina defiende que considera adecuado el almacenamiento por un período de 3 meses como está establecido debido a que el proyecto cuenta con un plan de gestión de purines muy adecuado a la ampliación planteada. Por otra parte, argumenta que se está intentando limitar la superficie de las balsas de purines para disminuir la emisión de amoniaco a la atmósfera y la medida preventiva consistirá en que estas balsas tengan menos capacidad o que se cubran, para evitar en todo lo posible la contaminación atmosférica.

                  Por último, la vocal representante de sindicatos así como el vocal representante de las organizaciones agrarias indicen en que a veces existen épocas o situaciones imprevistas en las que la temporalidad de almacenamiento de hasta 3 meses no se puede aplicar.

B.1.2. EIA/VA-006-18MSVA: PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL DE LA MODIFICACIÓN SUSTANCIAL DE EXPLOTACIÓN AVÍCOLA DE PUESTA: HASTA 1.260.100 PLAZAS, UBICADA EN LAS PARCELAS 5 Y 10 DEL POLÍGONO 9, EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE ALDEAMAYOR DE SAN MARTÍN (VALLADOLID), PROMOVIDA POR MARCOPOLO COMERCIO, S.L.


El titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 52 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, es el órgano administrativo de medio ambiente competente para ejercer, en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León, las funciones fijadas para dicho órgano por el artículo 11 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en relación con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la Administración de la Comunidad de Castilla y León.

El proyecto se somete al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, al estar incluido en su Anexo I, Grupo I, a) Instalaciones destinadas a la cría de animales en explotaciones ganaderas reguladas por el Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protección de los animales en las explotaciones ganaderas y que superen las siguientes capacidades: 40.000 plazas de gallinas.

Mediante ORDEN FYM/991/2016, de 17 de noviembre, modificada por ORDEN FYM/460/2018, de 20 de abril, se delegan competencias en materia de Evaluación de Impacto Ambiental en los titulares de las delegaciones territoriales de la Junta de Castilla y León, concretamente la competencia para dictar la declaración de impacto ambiental de los proyectos y de sus modificaciones incluidas en el Anexo I. Ganadería de la citada Ley 21/2013, de 9 de noviembre.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

             Se pretende la ampliación de 7 de las naves modificándose el número de plazas autorizadas actualmente, quedando la explotación con una capacidad de 1.260.100 gallinas. 

             Se proyecta duplicar la superficie de las naves 7, 8, 9, 10, 11 y 12 mediante la retirada de la cubierta, la introducción de un forjado intermedio y la nueva cubierta que permita dos plantas de alojamiento con alturas útiles de 3 m libres como mínimo en cada una de ellas, sustituyéndose las baterías por la instalación de aviarios que permiten el libre acceso al suelo, mejorando las condiciones de bienestar animal, al permitir a las aves el desplazamiento dentro de la nave. Estas naves tendrán una altura en alero de 7 m. Además, la nave 4 se iguala a la nave 2 con una altura en alero de 9,5 m. Así se reorganiza la explotación con acceso al suelo de las gallinas en dos plantas en cada una de las naves 7, 8, 9, 10, 11 y 12, al igual que las naves 1, 3, 5 y 6, (modificación aprobada mediante Resolución de 29 de noviembre de 2017, de la Delegación Territorial de Valladolid), y gallinas con acceso al suelo con tres plantas en las naves 2 y 4. 

             La explotación, además de estas 12 naves de alojamiento de aves, cuenta con nave de recepción y retirada de gallinaza, edificio de servicios varios, centro de clasificación y envasado de huevos e industria de ovoproductos.

             Instalaciones auxiliares: vallado perimetral, silos de piensos, cintas de presecado de la gallinaza, arcos de desinfección, centro de transformación de energía eléctrica y estación depuradora de aguas residuales. 
ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

              El estudio de impacto ambiental analiza los factores ambientales afectados, evalúa los impactos sobre ellos y propone medidas correctoras. La eficacia de las medidas correctoras propuestas se valorará en el Programa de Vigilancia Ambiental.

TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE

Solicitud de inicio del procedimiento.- Con fecha 14 de febrero de 2018 tiene entrada en el Registro de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, solicitud de inicio de evaluación de impacto ambiental y modificación de la autorización ambiental, adjuntando proyecto básico de la modificación sustancial de explotación avícola de puesta: hasta 1.260.100 plazas y estudio de impacto ambiental.

Información Pública.- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 del texto refundido de la Ley de Prevención y Control Integrados de la Contaminación, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, y en el artículo 13 del texto refundido de la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León, aprobado por Decreto Legislativo 1/2015, de 12 de noviembre, la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid acuerda someter conjuntamente al trámite de información pública la solicitud de modificación de la autorización ambiental y evaluación de impacto ambiental, mediante anuncio publicado en el “Boletín Oficial de Castilla y León” nº 42, de 28 de febrero de 2018, no habiéndose recibido alegaciones. Del mismo modo, el anuncio referente a la información pública se remitió al Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín (Valladolid) para su exposición en el tablón de anuncios del Ayuntamiento durante un plazo de 30 días.

Además, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 37 de la citada Ley 21/2013, de 9 de diciembre, se realizó consulta a las siguientes Administraciones públicas afectadas y personas interesadas:

· Confederación Hidrográfica del Duero.

· Servicio Territorial de Agricultura y Ganadería, que emite informe.

· Servicio Territorial de Cultura y Turismo, que emite informe.

· Diputación Provincial de Valladolid.

· Ayuntamiento de Aldeamayor de San Martín.

· Unidad de Ordenación y Mejora del Servicio Territorial de Medio Ambiente.

· Ecologistas en Acción de Valladolid.

· FACUA, que realiza alegación.

En la alegación se indica que: “ … los planos del proyecto indican que la distancia de la explotación al casco urbano es de 1.700 metros, pero comprobando con el programa SIGPAC de la Junta de Castilla y León la distancia desde la explotación hasta el área residencial edificada más cercana, es de 1.300 metros.

Según la última modificación de la normativa, a la que esta asociación no está de acuerdo, dichas instalaciones deberán estar a una distancia mínima de 500 metros del casco urbano o área residencial edificada.

… la distancia que tendría que exigirse es la recogida en el RAMINP, de 2.000 metros".

El promotor indica que: “… considera que en todo caso se sigue cumpliendo con las distancias mínimas reglamentarias, a pesar de que Facua no esté de acuerdo con ellas.

El Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas no tiene vigencia en el ámbito territorial de la Comunidad de Castilla y León según dispone la disposición derogatoria única de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental, en la redacción dada por la disposición final octava de la Ley 10/2009, de 17 de diciembre, de Medidas Financieras.”

Afección a Red Natura 2000.- No existe coincidencia geográfica del proyecto con la Red Natura 2000.

Afección al Patrimonio.- Consta en el expediente informe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo de Valladolid, de 25 de mayo de 2018 en el que se indica que el proyecto no presenta interferencias con suelos o espacios con protección arqueológica ni se observan afecciones potenciales sobre el Patrimonio Cultural. No obstante, indica que el artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León señala que, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan.

De conformidad con lo dispuesto en la normativa de evaluación de impacto ambiental de aplicación, la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid, en ejercicio de las competencias atribuidas por el Decreto 24/2013, de 27 de junio, por el que se regulan las funciones, composición y el funcionamiento de las Comisiones Territoriales de Medio Ambiente y Urbanismo y del Consejo de Medio Ambiente, Urbanismo y Ordenación del Territorio de Castilla y León, modificado por Decreto 32/2014, de 24 de julio, y constituida según lo dispuesto en el citado Decreto, formula la siguiente

PROPUESTA DE DECLARACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL

La Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid determina, a los solos efectos ambientales, informar
FAVORABLEMENTE el desarrollo del proyecto referenciado, siempre y cuando se cumplan las condiciones que se establecen en esta Declaración, sin perjuicio del cumplimiento de la normativa urbanística o de otra normativa vigente que pudiera impedir o condicionar su realización.

1. Actividad evaluada.- La presente Declaración se refiere a la modificación sustancial de explotación avícola de puesta: hasta 1.260.100 plazas ubicada en las parcelas 5 y 10 del polígono 9, del término municipal de Aldeamayor de San Martín (Valladolid), su estudio de impacto ambiental, de febrero de 2018, y demás información y documentación contenida en el expediente.
2. Autorizaciones.- Se solicitarán y obtendrán las preceptivas autorizaciones necesarias para el desarrollo de la actividad, entre otras la Autorización Ambiental.
3. Medidas protectoras.-
Las medidas preventivas y/o correctoras, a efectos ambientales, a las que queda sujeto el proyecto, son las siguientes, además de las contempladas en el estudio de impacto ambiental y en lo que no contradigan a las mismas:
a) Distancias preceptivas.- Las instalaciones proyectadas deberán guardar las distancias preceptivas con respecto a núcleos urbanos, vías de comunicación, límites de parcela, recursos hídricos, granjas, industrias e instalaciones diversas y otros elementos sensibles, establecidas en la normativa sectorial, urbanística o de cualquier otro tipo que sea de aplicación, tanto por lo que se refiere a su ubicación como para la aplicación controlada de los estiércoles que se generen en la explotación.
b) Gestión de estiércoles.- El estiércol producido en la explotación se utilizará como abono orgánico mediante la aplicación en la superficie propuesta en la documentación, según contratos aportados.
 El titular de la explotación, para la gestión correcta de la gallinaza, deberá tener en cuenta lo establecido en el Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre la protección de las aguas contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, y las medidas incluidas en el Código de Buenas Prácticas Agrarias, aprobado por Decreto 40/2009, de 25 de junio, las Ordenanzas Municipales que resulten de aplicación, las características particulares de los terrenos y las necesidades de los cultivos.

Se preverá la aplicación de la gallinaza en las dosis y épocas más apropiadas para conseguir un grado óptimo de asimilación por las plantas, reduciendo al mínimo las pérdidas por escorrentía o infiltración de nutrientes y el riesgo de contaminación del entorno.

El promotor se responsabilizará de la adecuada gestión de la gallinaza producida y de la utilización de los medios necesarios para su adecuada distribución e incorporación al terreno.

c) Base territorial.- Deberá permanecer ligada de forma continua con la explotación o actividad ganadera la superficie agrícola útil necesaria para cumplir lo establecido en el citado Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, y demás legislación aplicable y que permita llevar a cabo en todo momento una correcta gestión de la gallinaza. En consecuencia, para la distribución y aplicación de la gallinaza producida anualmente tras la modificación sustancial de la explotación se estima admisible la utilización de la superficie de 1.529 ha. 

d) Libro de registro.- Se dispondrá en la granja de un libro de registro de las operaciones de aplicación al terreno de la gallinaza producida, teniendo como referencia lo establecido en la Orden MAM/1260/2008, de 4 de julio, por la que se establece el modelo de libro de registro de operaciones de gestión de deyecciones ganaderas para las actividades e instalaciones ganaderas en la Comunidad de Castilla y León, en el que constarán los transportes realizados, anotándose las fechas de distribución, volúmenes evacuados, parcelas de destino, dosis aproximada de abonado con gallinaza en cada una, expresado en t/ha, plazo de enterrado y cultivo previsto. El Libro de Registro estará a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.

e) Reducción de residuos.- Para minimizar la producción de gallinaza y lixiviados, se controlarán los consumos de agua, se corregirán las pérdidas o fugas y se efectuará la limpieza con sistemas eficientes.

Se establecerá un sistema de evacuación de las aguas pluviales que deberá ser canalizado al terreno, de forma que no se produzcan encharcamientos ni se modifiquen las condiciones de escorrentía superficial, evitando, a su vez, el contacto con elementos contaminantes (residuos ganaderos, desperdicios, etc.).

f) Prevención de la contaminación.- Deberán realizarse operaciones periódicas de revisión de las soleras de las naves y de cualquier superficie que esté en contacto con las deyecciones ganaderas, a fin de garantizar su buen estado de conservación, evitando o corrigiendo cualquier alteración que pueda reducir sus condiciones de seguridad, estanqueidad, resistencia a largo plazo y capacidad de almacenamiento, para así evitar filtraciones al terreno y prevenir la contaminación de aguas subterráneas y superficiales.
g) Producción de olores y molestias.- Con el fin de atenuar la producción de olores molestos y reducir su dispersión, se utilizarán las mejores técnicas disponibles que sean de aplicación o se pondrán en práctica, en su caso, otras medidas que incluya al efecto el Código de Buenas Prácticas Agrarias de Castilla y León.
El transporte de gallinaza se efectuará preferentemente por el exterior de los núcleos urbanos, salvo que se utilice un sistema de transporte suficientemente estanco e inodoro. En cuanto a su aplicación al terreno, se respetarán los fines de semana, los días festivos y las distancias prudenciales a zonas sensibles y lugares habitados que se especifiquen en la normativa al efecto, incorporándose al suelo el mismo día de su esparcido por el terreno, excepto en aquellos casos en que la naturaleza del mismo lo impida. En cuanto a estos extremos, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido al respecto en las ordenanzas municipales de aplicación.

h) Protección de las aguas.- En ningún caso se realizarán vertidos directos de efluentes sin tratar a las aguas superficiales, ni a los terrenos próximos a ellas, colindantes o no. Deberá cumplirse lo establecido al efecto en el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

i) Protección de la atmósfera.- Deberá cumplirse lo establecido en la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera, así como en el Real Decreto 100/2011, de 28 de enero, por el que se actualiza y se establecen las disposiciones básicas para su aplicación.
j) Residuos sanitarios.- Los residuos de medicamentos y los procedentes de tratamientos veterinarios deberán gestionarse conforme establece la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y el Decreto 204/1994, de 15 de septiembre, de Ordenación de la Gestión de los Residuos Sanitarios. Para ello, el promotor deberá concertar con gestores autorizados un sistema de recogida selectiva y retirada de los envases y productos de desecho, así como otros procedentes de los tratamientos zoosanitarios, productos desinfectantes y cualquier otro tipo de residuo peligroso generado en la granja. La granja mantendrá un registro de las operaciones de gestión de residuos zoosanitarios, donde se anoten cantidades producidas, tiempo de almacenamiento y gestión final de dichos residuos. Todos los libros de registro mencionados estarán a disposición de las administraciones competentes para su comprobación y control.
La explotación contará con una zona específica interior para el almacenamiento de los residuos, tanto infecciosos como químicos, hasta su recogida por gestor autorizado.

k) Otros residuos.- Los residuos producidos en la explotación se gestionarán según establece la normativa vigente en materia de residuos y, concretamente, conforme a lo dispuesto en la citada Ley 22/2011, de 28 de julio.
l) Eliminación de cadáveres.- En cuanto a la eliminación de cadáveres y otros subproductos animales se cumplirá lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.° 1069/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen las normas sanitarias aplicables a los subproductos animales y los productos derivados no destinados al consumo humano y en el Real Decreto 1528/2012, de 8 de noviembre, que establece las disposiciones específicas de aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, en el Reglamento General de Sanidad Animal de Castilla y León, aprobado por Decreto 266/1998, de 17 de diciembre, así como en cualquier otra normativa aplicable.
El promotor deberá mantener suscrito un contrato, con gestor autorizado, para la retirada y gestión de los cadáveres y otros subproductos animales generados, adecuado a la capacidad de la explotación.

m) Contaminación acústica.- Se cumplirán los límites sonoros y de vibraciones establecidos en la Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León, tanto en la fase de ejecución como en la de funcionamiento del proyecto.
n) Contaminación lumínica.- Se reducirá al máximo la iluminación nocturna hacia el exterior. La iluminación en las edificaciones evitará en lo posible la difusión innecesaria de luz.

ñ)
Cese de actividad.- Si por cualquier causa cesara la actividad, de forma temporal o permanente, deberá elaborarse un plan de actuación que se presentará ante las administraciones competentes para su aprobación. Este plan indicará la forma de evacuación y gestión de la gallinaza, en su caso, de los residuos de demolición, así como la adopción de las medidas necesarias para evitar impactos ambientales y paisajísticos, según lo establecido en la normativa vigente que sea de aplicación.

4. Programa de vigilancia ambiental.-  Se complementará el programa de vigilancia ambiental contenido en el estudio de impacto ambiental, de forma que contemple las medidas protectoras incluidas en esta declaración y se facilite el seguimiento de las actuaciones proyectadas en las fases de funcionamiento y de abandono de la explotación.

5. Comunicación de inicio de actividad.- En cumplimiento con lo establecido en el artículo 43.1 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, el promotor deberá comunicar al órgano ambiental la fecha de comienzo de la ejecución del proyecto. 

6. Modificaciones.- Toda modificación significativa sobre el proyecto evaluado que pudiera producirse con posterioridad a esta Declaración, deberá ser notificada previamente a la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León en Valladolid, que prestará su conformidad, si procede, sin perjuicio de la tramitación de las licencias o permisos que en su caso correspondan. Se consideran exentas de esta notificación, a efectos ambientales, las modificaciones que se deriven de la aplicación de las medidas correctoras de esta Declaración.

Las condiciones recogidas en esta Declaración de Impacto Ambiental podrán modificarse cuando concurra alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 44 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

7. Informes periódicos.- Deberá presentarse anualmente, desde la fecha de esta declaración, un informe sobre el desarrollo del programa de vigilancia ambiental al Servicio Territorial de Medio Ambiente de Valladolid.

8. Seguimiento y vigilancia.- El seguimiento y vigilancia del cumplimiento de lo establecido en esta declaración de impacto ambiental corresponde a los órganos competentes por razón de la materia, facultados para el otorgamiento de la autorización del proyecto, sin perjuicio de que el órgano ambiental pueda recabar información de aquéllos al respecto, así como efectuar las comprobaciones necesarias en orden a verificar el cumplimiento del condicionado ambiental.

9. Vigencia de la declaración de impacto ambiental.- Esta declaración de impacto ambiental perderá su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», no se hubiera comenzado la ejecución del proyecto o actividad en el plazo de cuatro años, a cuyo efecto el promotor deberá comunicar al órgano ambiental, con antelación suficiente, la fecha de comienzo de ejecución del proyecto. A solicitud del promotor, el órgano ambiental podrá prorrogar su vigencia conforme a lo establecido en el artículo 43 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.
10. Publicidad de la autorización del proyecto.- Conforme a lo establecido en el artículo 42 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano sustantivo que autorice o apruebe la actuación a que se refiere esta declaración deberá remitir al «Boletín Oficial de Castilla y León», en el plazo de 15 días desde que se adopte la decisión de autorizar o denegar el proyecto, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo publicará en su sede electrónica la decisión sobre la autorización o denegación del proyecto y una referencia del boletín oficial en el que se publicó la declaración de impacto ambiental.

2    INFORMES Y ASUNTOS VARIOS

2.1.- TOMA DE CONOCIMIENTO DEL ESCRITO FORMULADO POR D. RIGOBERTO DE LOS SANTOS GALALRDO, COMO TÉCNICO REDACTOR DEL PROYECTO DE  SAONDEO PARA EL ALUMBRAMIENTO DE AGUAS SUBTERRÁNEAS EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE POLLOS (VALALDOLID), PROMOVIDO POR “NITANTES INVEST S. L.”Y CONTESTACIÓN DEL JEFE DEL SERVICIO TERRITORIAL DE CULTURA Y TURISMO DE VALLADOLID.

             El particular afectado manifiesta su disconformidad mediante escrito registrado en la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León el pasado 10 de mayo, el agravio comparativo flagrante en relación con los requisitos esgrimidos en el apartado 3 (características del potencial impacto), apartado e) relativo a la Protección del Patrimonio Cultural del Informe de Impacto Ambiental del proyecto de un sondeo para el alumbramiento de aguas subterráneas en el término municipal de Pollos promovido por “Nitantes Invest S.L.”, publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León de 9 de mayo de 2018, en relación con lo solicitado en este mismo apartado para otros sondeos de otros municipios en la misma provincia de Valladolid con características similares.

               Por lo que, el interesado requiere en su solicitud: que se exima al promotor del requisito de aportar las características de la instalación de riego, puesto que tal requisito es improcedente en este caso, que se autorice la ejecución del sondeo a la mayor brevedad posible y que se den las instrucciones precisas para que los inconvenientes que están surgiendo en la tramitación de los proyectos de sondeo para captación de aguas subterráneas que se sometan al procedimiento de evaluación ambiental, en lo tocante al Patrimonio Cultural (Servicio Territorial de  Cultura), no se repitan.

                En el punto 3.e) del Proyecto de Sondeo para el alumbramiento de aguas subterráneas en el término municipal de Pollos (Valladolid), promovido por Nitantes Invest, S.L., se establece lo siguiente:

               “e) Protección del Patrimonio Cultural: durante las obras de instalación del sondeo, y conforme al artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan. Para las instalaciones del sistema de riego por goteo, a los efectos de la estimación de la incidencia del proyecto sobre los bienes integrantes del Patrimonio Arqueológico y Etnológico, el documento ambiental es incompleto y se considera necesaria nueva documentación (definición de las características de la misma) que aclare si tal infraestructura ofrece o no un potencial impacto”.

                Mientras que en los otros dos Informes de Impacto Ambiental de proyectos de sondeos para el alumbramiento de aguas subterráneas en los términos municipales de Cogeces de Íscar y Medina del Campo, publicados el mismo día que el anterior en el BOCYL (como ya se ha indicado), este mismo apartado determina:
           “e) Protección del Patrimonio Cultural: conforme al artículo 60 de la Ley 12/2002, de Patrimonio Cultural de Castilla y León, si en el curso de la ejecución del proyecto aparecieran restos históricos, arqueológicos o paleontológicos, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento de la Delegación Territorial de la Junta de Castilla y León de Valladolid, a fin de dictar las normas de actuación que procedan”.

             El Jefe del Servicio Territorial de Cultura y Turismo responde al administrado en su escrito de 30 de mayo de 2018, advirtiéndole en primer lugar que él mismo señaló como zona de afección del proyecto la zona de riego, sin incidir en ningún momento en la repercusión que podía plantear sobre el patrimonio cultural. Por otro lado, indica que la casuística en los casos concretos que se citan por el interesado es determinante en la estimación de la incidencia sobre el patrimonio arqueológico y en los casos de Medina del Campo y Cogeces de Íscar, no se apreciaban interferencias con suelos con protección arqueológica en la actualidad, bien por ya encontrarse esas zonas prospectadas arqueológicamente con resultados negativos o como en el supuesto de Cogeces de Íscar, porque la subsolación, al haberse plantado ya el viñedo, habría alterado cualquier vestigio arqueológico existente, mientras que en el proyecto de Pollos no existen datos previos de incidencia del proyecto sobre el patrimonio arqueológico.

             Por tanto, efectivamente, tal y como indica el interesado según la normativa de impacto ambiental, los proyectos de transformación de secano a regadío cuando estén sujetos al procedimiento simplificado que no superen las 10Has., como es el objeto de este escrito, no requieren de presentación de documentación relativa a la instalación del riego. 

             Respecto a la necesidad de definir las características del sistema de riego por goteo para determinar su potencial impacto en el patrimonio arqueológico contenida en el punto 3. e) del Informe de Impacto Ambiental comentado, no es determinante para la concesión de la autorización del proyecto ya que tiene el carácter de una advertencia indicativa con el fin de garantizar una adecuada protección del patrimonio cultural en orden a prevenir su eventual destrucción así como evitar al promotor del proyecto los perjuicios que puedan derivarse de la paralización de la obra por hallazgo casual, pues el cumplimiento del artículo 60 de la Ley 12/2002, de 11 de julio de patrimonio cultural, es ineludible en todos estos proyectos de sondeos.

III.- Ruegos y preguntas:
              El vocal representante de las organizaciones no gubernamentales se congratula por la medida preventiva que se pretende adoptar en relación con la reducción en superficie de las balsas de las explotaciones porcinas para reducir las emisiones contaminantes a la atmósfera; sin embargo la contaminación va más allá y la Consejería de Fomento y Medio Ambiente tiene que tomar en consideración este problema pues este asunto no es baladí y no está resuelto en Castilla y León.
              Por último, el vocal representante de las organizaciones no gubernamentales plantea que si se va a proponer reducir la superficie de las balsas para la recepción de los purines debido al motivo anteriormente expuesto, es poco coherente ampliar las explotaciones de porcino, incidiendo  nuevamente en la importancia de la adecuada gestión de los purines en Castilla y León.

Siendo las diez horas y cincuenta y dos minutos del día señalado en el encabezamiento, una vez tratados todos los puntos recogidos en el orden del día de la convocatoria, se levantó la sesión

De todo lo cual doy fe como Secretaria de la Comisión Territorial de Medio Ambiente y Urbanismo de Valladolid. 
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Fdo.: Isabel Fernández Contero.
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